
MAYO * 

PLENO 

ARRESTO COMO MEDIO DE APREMIO. N O  TIENE CARACTER 
DE PENA DE PRZSIdN POR DEUDAS DE CARACTER CIVIL .  

Esta Suprema Corte de Justicia estableció que el arresto, como medio 
de apremio, no constituye una pena de prisión, sino una medida disci- 
plinaria a la que los tribunales pueden recurrir para hacer cumplir 
sus resoluciones frente a los rebeldes y contumaces. Por lo tanto, las 
disposiciones legales que establecen esa medida no violan el artículo 17 
constitucional, que prohibe la pena de prisión por deudas de carácter 
civil, toda vez que no se fija como consccuencia de una deuda de ese 
tipo, sino que obedece a la necesidad de hacer cumplir las decisiones 
de las autoridades jurisdiccionales. 

Amparo en revisión 1823/71. Jorge Abisad Sahd. 20 da mano de 1973. Una- 
nimidad de veinte votos. Ponente: Mario G. Rebolledo. Secretario: Isidro 
Gutiérrez González. 
Amparo en revisión 787/91. Miguel Torres González. 6 de febrero de 1992. 
Mayoría de dieciocho votos. Ponente: José Antonio Llanos Duarte. Secreta- 
no: Gabriel Montes Alcaraz. 

Amparo en revisión 542/92. Víctor Manuel Ponce de León Torres. 3 de 
marzo de 1993. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Victoria Adato 
Green. Secretaria: Idalia Peña Cristo. 

Amparo en revisión 142/92. Leticia Camacho Bautista. 20 de mayo de 1993. 
Mayoría de quince votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Ethel 
Lizette del C. Rodríguez Arcovedo. 

Amparo en revisión 572/92. Arturo Castillo Madrid. 11 de noviembre de 
1993. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secre- 
tario: César Thome González. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el martes diecinueve de 
abril en curso, por unanimidad de diecisiete votos de los señores Ministros 

La referencia a meses indica la publicaci6n de las tesis en la correspondiente 
Gaceta del Semanario Judicial de la Iiederacidn. 
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Presidente Ulises Schmill Ordóñez, Carlos de Silva Nava, Ignacio Magaña 
,Cárdenas, Miguel Angel García Domínguez, Carlos Sempé Minvielle, Felipe 
López Contreras, Luis Fernández Doblado, Victoria Dato Green, Samuel Alba 
Leyva, Ignacio Moisés Cal y Mayor Gutiérrez, Clementina Gil de Lester, 
José Manuel Villagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores, Carlos Garcia Váz- 
quez, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero y Sergio Hugo Chapital 
Gutiérrez: aprobó, con el número 9/1994, la tesis de jurisprudencia que ante- 
cede; y determinó que las votaciones de los precedentes son idóneas para in- 
tegrarla. El señor Ministro Miguel Ángel García Domínguez integró el Pleno 
en términos de lo dispuesto en el artículo tercero de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, y en virtud del Acuerdo Plenario de cinco 
de abril del año en curso. Ausentes: Noé Castañón León, Atanasio González 
Martínez y Jost Antonio Llanos Duarte. México, Distrito Federal. a veintidós 
de abril de mi1 novecientos noventa y cuatro. 

TERCERA SALA 

IMPEDIMENTO. NO ES CASUAL DE ÉSTE EL QUE CON ANTE- 
RIORIDAD LOS MAGISTRADOS DE UN TRIBUNAL COLEGIA- 
DO DE CIRCUITO HAYAN CONOCIDO DE U N  JUICIO DE 
AMPARO EN EL QUE EL PROMOVENTE INTERVINO COMO 
TERCERO PER JUDICADO. 

EI articulo 66 de la Ley Reglamentaria de los artfculos 103 y 107 de 
la Constitución Federal dispone que en materia de amparo sólo podrán 
invocarse para no conocer de un negocio, las causas de impedimento 
que enumera el propio dispositivo, las cuales determinan la excusa for- 
zosa del funcionario; de donde se advierte que s6l0 podrán invocarse 
como causales de impedimento las que en forma expresa y limitativa 
se enumeran en el precepto citado. En tal virtud, si el promovente de 
un impedimento plantea como causa del mismo el que con anteriori- 
dad los magistrados de un Tribunal Colegiado de Circuito conocieron 
de un juicio de garantías en el que intervino como tercero perjudicado, 
debe considerarse infundada dicha causal, por no encontrarse contem- ' 

plada ésta, en ninguna de las hipótesis previstas en el precepto legal 
de referencia. 

Impedimento 111/89. Emilio Hemández González. 11 de agosto de 1989. 
Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Filiberto Méndez 
Gutiérrez. 
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Impedimento 185/89. María del Carmen Suárez Ruiz de Kunhardt. 12 de 
febrero de 1990. Cinco votos. Ponente: Ignacio Magaña Cárdenas. Secretario: 
Alfredo Gómez Molina. 

Impedimento 81/93. Alicia García de Perea. 30 de agosto de 1993. Unani- 
midad de cuatro votos. Ponente: Miguel Montes García. secretario: Evaristo 
Cona Martínez. 

Impedimento 2/94. Consuelo Cantú de la Garza de Cano. 21 de febrero 
de 1994. Cinco votos. Ponente: Miguel Montes García. Secretario: Jorge L. 
Rico Rangel. 

Impedimento 45/94. A Javier Hernández Martínez. 11 de abril de 1994. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Sergio Hugo Chapital Gutiérrez. Secre- 
tario: Daniel Patiíío Pereznegrón. 

Tesis jurispmdencid 13/94. Aprobada por la Tercera Sala de este alto Tri- 
bunal, en sesión de nueve de mayo de mil novecientos noventa y cuatro, por 
unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Presidente Carlos Sem- 
pé Minvielle, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Hugo Chapital Gutiérrez y 
José Trinidad Lanz Cárdenas. 

CUARTA SALA 

TRABAJADORES A L  SERVICIO DE LOS PODERES DEL ESTA- 
DO, DE LOS: MUNICIPIOS Y DE LOS ORGANISMOS POBLICOS 
COORDINADOS Y DESCENTRALIZADOS DE CARACTER ESTA- 
T A L  EN EL ESTADO DE MÉXICO. TIENEN DERECHO A L  PAGO' 
DE L A  PRIMA DE ANTZGUEDAD QUE ESTABLECE EL A R T f C U -  
L O  Id2 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  

Si bien la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
reglamentaria del Apartado B del artículo 123 constitucional, no esta- 
blece el pago de la prima de antigüedad y, por ello, los trabajadores 
sujetos a tal ordenamiento jurídico, no tienen derecho a esa prestación, 
sin embargo, es diferente la situación de los trabajadores al servicio, 
entre otros, de los municipios del Estado de México, a quienes es apli- 
cable el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de los Poderes 
del Estado, Municipios y Organismos Públicos Coordinados y Descen- 
tralizados de Carácter Estatal de esa entidad federativa. En efecto, 
aunque este Estatuto no regula expresamente el acceso de sus trabaja- 
dores al pago de la prima de antigüedad, sin embargo, en su artículo 
octavo transitorio establece que todas las prerrogativas de la Ley Fede- 
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ral del Trabajo en favor de los trabajadores, que no  estén modificadas 
o sustituidas por disposiciones de dicho Estatuto, se entenderán con- 
cedidas a los trabajadores al servicio del Estado de México. Por lo 
tanto, si la prima de antigüedad regulada en el artículo 162 de la Ley 
Federal del Trabajo, lógica y jurídicamente es una prerrogativa en 
favor de los trabajadores en general, y al no estar modificada o susti- 
tuida por el Estatuto de referencia, es claro que tienen derecho a ella 
los trabajadores burocráticos de tal entidad. Además, dada su natura- 
leza jurídica, la prima de antigüedad es independiente del derecho a 
la jubilación y demás beneficios que establece la Ley de Seguridad So- 
cial para los Servidores Públicos de la citada entidad federativa, de sus 
municipios y organismos coordinados y descentralizados. 

Contradicción de tesis 41/93. Entre el Segundo y Tercer Tribunales Cole- 
giados del Segundo Circuito. 4 de abril de 1994. Cinco votos. Ponente: Felipe 
Upez Contreras. Secretario: Hugo Hemández Ojeda. 

Tesis de Jurisprudencia 15/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada del dieciocho de abril de mil novecientos noventa 
y cuatro por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio Magaña 
Cárdenas, Juan Díaz Romero, Felipe Upez Contreras, Carlos García Vázquez 
y José Antonio Llanos Duarte. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

MULTA, COMO PENA PECUNIARIA Y COMO SUSTITUTZVA 
DE PRISION; NO DEBEN SUMARSE COMO UN T O T A L  A 
PAGAR. 

Viola garantías el juez sentenciador, si suma la multa directa, o sea la 
que se impone por el delito cometido, con el monto de la multa susti- 
tutiva de la pena de prisión impuesta, previstas en el segundo y séptimo 
párrafos respectivamente, del artículo 29 del Código Penal para el Dis- 
trito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia 
Federal, pues se trata de cantidades de  naturaleza diversa, siendo indis- 
pensable por ello que se mantengan separadas, pues la multa que se 
impone con base en el delito cometido es una cifra fija, en tanto que 
la multa impuesta como sustitutiva de la pena de prisión, varía con- 
forme al tiempo que el reo permanece en prisión, es por ello que ge- 
nera violación de garantías la orden del juez penal que suma las dos 
cantidades y obliga a pagar a la dicina recaudadora, en la sentencia, 
sólo una cantidad. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 709/93. Miguel Reyes de la Rosa. 29 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: Ignacio 
Manuel Cal y Mayor García. 

Amparo directo 1919/93. Domingo Vicencio Zamora. 17 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos de Gortari Jiménez. Secretaria: Mari- 
na Elvira Velázquez Arias. 

Amparo directo 19/94. Socorro García Beltrán. 31 de enero de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Manuel Morales Cruz. Secretario: V. 6scar Mar- 
tínez Mendoza. 

Amparo directo 83/94. Arturo Camacho Jiménez y otro. 15 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: 
Ignacio Manuel Cal y Mayor García. 

Amparo directo 133/94. Juan Miguel Villagrán Arriaga. 28 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos de Gortari Jiménez. Secretaria: 
Martha Yolanda García Verduzco. 

M U L T A .  DIFERENTES CONNOTACIONES ( M U L T A  DIRECTA Y 
M U L T A  SUSTZTUTZVA DE PRZSIóN). 

El artículo 29 del Código Penal para el Distrito Federal determina 
que debe señalarse para la imposición de sanciones, sin embargo, tal 
figura jurídica tiene diversas connotaciones, como multa directa y como 
multa sustitutiva de prisión, previstas en el segundo y séptimo párrafo 
parte final respectivamente, del citado precepto legal; la característica 
de ambas estriba en que la multa directa tiene como límite para fijarla 
quinientos días, por tratarse de una pena a imponer y la segunda o sea 
la multa sustitutiva de la prisión se impone al realizar la equivalencia 
de un día de prisión por un día i n ~ l t a ,  de lo que se desprende que 
tiene como límite los días que se hubieran impuesto al sentenciado 
como pena privativa de libertad. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 153/93. Leticia Montes Ochoa. 31 de marzo de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Carlos de Gortari Jiménez. Secretario: Víctor 
Manuel Estrada Junco. 
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Amparo directo 709/93. Miguel Reyes de la Rosa. 29 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: Ignacio 
Manuel Cal y Mayor García. 

Amparo directo 1513/93. Samuel Venegas Olmos. 29 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Morales Cruz. Secretario: Santiago 
F. Rodríguez Hernández. 

Amparo directo 1919/93. Domingo Vicencio Zamora. 17 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos de Gortari Jiménez. Secretaria: Mari- 
na Elvira Velázquez Arias. 

Amparo directo 83/94. Arturo Camacho Jiménez y otro. 15 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: 
Ignacio Manuel Cal y Mayor García 

NOTZFICACZóN. VALOR PROBATORIO DE LAS RAZONES DE 
LOS ACTUARIOS. 

Las razones de notificación realizadas por. los Secretarios Actuarios, 
que gozan de fe pública, tienen pleno valor probatorio respecto de los 
hechos que en ellas se consignan, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 403 en relación con la fracción VI11 del 327, ambos del Códi- 
go de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, a menos que el 
contenido de las mismas sea desvirtuado por prueba en contrario. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo en revisión 384/91. Pedro Villa González. 30 de abril de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Hugo Díaz Arellano. Secretaria: Luz 
Delfina Abitia Gutiérrez. 

Amparo en revisión 294/91. Esperanza González de Martínez. 19 de septiem-. 
bre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vasco. Secre- 
tario: José Guadalupe Sánchez González. 

Amparo en revisión 598/92. José Zamudio Méndez. 28 de mayo de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Hugo Díaz Arellano. Secretaria: Dora 
Isela Solís Sandoval. 

Amparo directo 246/94. Javier C. Carreño Saavedra. 18 de febrero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ana Maria Y. Ulloa de Rebollo. Secretario: 
Jaime Aurelio Serret Alvarez. 

Amparo directo 1556/94. Antonio Martínez Núñez. 22 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ana Maria Y. Ulloa de Rebollo. Secretario: 
Jaime Aurelio Serret Alvarez. 
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COMPETENCIA, LAUDO EN EL QUE LA AUTORIDAD RESPON- 
SABLE MANIFIESTA SU. ES RECLAMABLE EN AMPARO DI- 
RECTO. 

Cuando la Junta de Conciliación y Arbitraje se avoca al análisis de 
competencia dentro de los considerandos que integran el laudo recla- 
mado y hace manifestaciones relativas al porqué sostiene su competen- 
cia para conocer y resolver sobre determinada cuestión, es motivo su- 
ficiente conforme al artículo 158 de la Ley de Amparo, para que el 
Tribunal Colegiado en amparo directo resuelva los conceptos de vio- 
lación que se hagan valer respecto de los argumentos que tomó en cuen- 
ta la responsable para estimarse competente. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 9666/92. Seguros La República, S. A. 8 de octubre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: María del Rosario Mota Cienfuegos. 
Secretario: José Guillermo Cuadra Ramírez. 

Amparo directo 12036/92. Secretario de Hacienda y Crédito Público. 7 de 
enero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. 
Secretaria: María Eugenia Olascuaga García. 

Amparo directo 1498/93. Secretario de Hacienda y Crédito Público. 15 de 
abril de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: María del Rosario Mota Cien- 
fuegos. Secretario: Félix Arnulfo Flores Rocha. 

Amparo directo 8636/93. Secretario de Gobemacibn. 25 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: 
María Eugenia Olascuaga García. 

Amparo directo 836/94. Secretario General de Proteccián y Vialidad del 
Departamento del Distrito Federal. 17 de mano de 1994. Unanimidad de vo- 
tos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia Olascua- 
ga Garcla. 

COSTAS EN SEGUNDA INSTANCIA. NO SE REQUIERE PETI- 
CZóN DE PARTE PARA SU CONDENA. 

Si bien es verdad que no hubo petición del actor para que en segun- 
da instancia se condenara a los agraviados al pago de costas, no deja de 
ser menos cierto que esa solicitud se hizo desde el escrito de demanda; 
en la inteligencia de que este Colegiado es de opinión que no es co- 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx


260 JURISPRUDENCIA 

rrecto exigir que por cada instancia de un juicio se deba pedir la 
condena en costas, tanto porque la ley no lo prevé de esa manera, como 
porque ésta &lo exige que se solicite, y es suficiente con que se haga 
en la demanda o en la contestación en virtud de que de opinar lo con- 
trario sería pensar que cada instancia representa un juicio. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO 

Amparo directo 766/92. José de Jesús González Gutiérrez. 8 de octubre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Figueroa Cacho. Secretario: Ro- 
berto Macías Valdivia. 

Amparo directo 649/92. Adolfo Becerra Moya y otra. 15 de octubre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Figueroa Cacho. Secretario: Juan Ma- 
nuel Rochín Guevara. 

Amparo directo 946/92. Margarita de la Torre Gutiérrez de Chávez y otros. 
25 de noviembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Figueroa 
Cacho. Secretario: Juan Manuel Rochí  Guevara. 

Amparo en revisión 186/93. Banca Serfín, S. A. 20 de mayo de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Jorge Figueroa Cacho. Secretario: Roberto Ma- 
cías Valdivia. 

Amparo directo 59/94. María Guadalupe González de Martinez. 3 de mar-. 
m de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: María de los Angeles E. Chavira 
Martínez. Secretaria: Martha Muro Arellano. 

PENA. INDZVIDUALIZACZóN DE LA.  N O  VZOLATORIA DE GA- 
R A N T f A S  SI SE RECOGEN CONSIDERACIONES REALIZADAS 
POR JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA. 

Cuando el Tribunal de segundo grado se remite a los razonamientos 
del a quo o recoge propiamente las consideraciones hechas por el juez 
de primera instancia, no incurre en violación de garantías en lo tocante 
a la individualización de la pena, si el juez razonó correctamente los 
antecedentes y circunstancias personaIes del acusado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 

Amparo directo 349/91. Guadalupe Valencia Ochoa. 30 de octubre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adán Gilberto Villarreal Castro. Secretaria: 
Edna María Navarro García. 
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Amparo directo 554/93. Ramón Cortés Bacasegua. 23 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Antonio Castillo González. Secre- 
tario: José Rafael Coronado Duarte. 

Amparo directo 575/93. Alberto Buelna Cárdenas. 13 de diciembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Antonio Castillo González. Secretario: 
José Rafael Coronado Duarte. 

Amparo directo 137/94. Casimiro Ríos Rueda. 17 de mano de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: Ernesto Encinas 
Villegas. 

Amparo directo 124/94. Joel González Siqueiros. 24 de mano de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Lucio Antonio Castillo González. Secretaria: Sil- 
via Marinella Covián Ramírez. 

POSESIdN. LA  INSPECCIdN OCULAR NO E$ APTA PARA PRO- 
BARLA. 

La inspección ocular no es suficiente para acreditar el hecho de la 
posesión de un inmueble, puesto que su única finalidad es que el juez 
mismo compruebe por sus sentidos la existencia de determinados he- 
chos o circunstancias que en momento alguno se dicen existen, pero 
como la posesión requiere de una observación permanente, jue no pue- 
de realizarse en una diligencia dada su duración tan limitada, no puede 
ser justificada por una simple inspección transitoria. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 47/88. Rafael Benítez Rivera y otros. 12 de abril de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo directo 34/89. Juan Hemández y coags. 14 de febrero de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 448/90. Magdalena Cuautle Tototzintle y otros. 22 de 
enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Se- 
cretario: Jorge Alberto González Aivarez. 

Amparo en revisión 262/92. Santiago Morales Osorno. 10 de septiembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Arman- 
do Cortés Galván. 

Amparo en revisión 237/93. Rafael Pérez Mpez. 15 de julio de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: Nelson Lo- 
ranca Ventura. 
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SENTENCIA DEFINITIVA. 

Debe entenderse por tal, para los efectos del amparo directo, la que 
defina una controversia en lo principal, estableciendo el derecho en 
cuanto a la acción y la excepción que hayan motivado la litis contes- 
tatio, siempre que, respecto de ella, no proceda ningún recurso ordi- 
nario por el cual pueda ser modi4icada o reformada. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo directo 135/88. Rosendo Cervantes Hernández. 3 de mayo de 1988. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Alberto González Alvarez. 

Amparo directo 186/89. Federico de la Luz López. 15 de junio de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando 
Cortés Galván. 

Reclamación 2/92. Armando Jiménez López. 2 de junio de 1992. Unani- 
midad de vota. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés 
Galván. 

Amparo directo 255/92. Carmen Rico de Aguilar. 16 de junio de 1992. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. 

Amparo directo 483/93. Julián de Jesús Peña Cruz. 7 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Alberto González Alvarez. 

CONCEPTOS DE VIOLACIdN INOPERANTES. SON AQUELLOS 
QUE INTRODUCEN U N A  CUESTZdN AJENA A LA LITIS DEL 
JUICIO N A T U R A L .  (LEGISLACIóN DEL ESTADO DE PUEBLA). 

De los artículos 229 fracciones V y VI, 248 y 253 del Código de Pro- 
cedimientos Civiles para el Estado de Puebla se infiere que la litis en 
el juicio natural se fija, con los escritos de demanda, contestación y, en 
su caso, con la demanda reconvencional y la contestación a ésta. Ahora 
bien, si las partes omiten plantear determinados hechos o cuestiones 
jurídicas en los escritos que fijan la materia litigiosa, precluye su de- 
recho para hacerlos valer con posterioridad, es decir, si en la demanda, 
contestación, reconvención o contestación a ésta, no se aducen tales 
cuestiones no podrán proponerse como agravio en la segunda instancia, 
ni como conceptos de violación en el juicio de amparo, dado que al 
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no integrarla la litis de la primera instancia, esto impedirá al tribunal 
ad quem y después al de amparo abordar esas razo'nes jurídicas. NO 
obstante la preclusión apuntada, si el quejoso plantea tales cuestiones 
como agravio en la segunda instancia o como concepto de violación 
en el amparo, uno y otro deberán reputarse inoperantes, primero, por- 
que la parte contraria estuvo imposibilitada para rebatirlas ante el juez 
de primer grado y, segundo porque éste no tuvo oportunidad de hacer 
un pronunciamiento sobre el particular. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo directo 444/90. Cecilio Cerezo Ponce y otro. 25 de octubre de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Se- 
cretaria: María Guadalupe Herrera Calderón. 

Amparo directo 312/92. Angel Cedazo Luna y otro. 20 de agosto de 1992. 
Unanimidad de votos. ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretaria: 
María Guadalupe Herrera Calderón. 

Amparo directo 105/93. Miguel Espinoza Eraclio. lo. de abril de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Soledad Hemández de Mosqueda. 
Secretaria: María de la Cruz Chávez Linares. 

Amparo directo 530/93. Antonio Márquez Flores. 25 de noviembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Olivia Heiras de Mancisidor. Secretaria: 
María de la Paz Flores Berruecos. 

Amparo directo 627/93. María Elena Martínez Juárez. 20 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponetne: Olivia Heiras de Mancisidor. Secretaria: 
María de la Paz Flores Bermecos. 

ORDEN DE APREHENSIóN. PARA DICTARLA N O  ES OBLIGA- 
T O R I O  OBSERVAR LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO. 

La obligación de observar las formalidades esenciales del procedi- 
miento es requisito previo para dictar actos privativos de aquellos a los 
que se contrae el artículo 14 constitucional, entre los que no se encuen- 
tran comprendidas las órdenes de captura, dado que las mismas cons- 
tituyen actos de molestia a los que se refiere el 16 del mismo ordena- 
miento. 
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TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO 

Amparo en revisión 141/93. Julián Pañeda Flores. 15 de junio de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: Ma- 
ría de Lourdes Juárez Sierra. 

Amparo en revisión 79/93. María Dolores Torija Stivalet y otro. 11 de no- 
viembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto González Bozziere. 
Secretaria : Juana Martha López Quiroz. 

Amparo en revisión 420/93. Juez Primero de Primera Instancia de Jalapa, 
Veracruz. 17 de febrero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Al- 
fonso Pérez y Pérez. Secretario: Lucio Marín Rodríguez. 

Amparo en revisión 13/94. Juez Primero de Primera Instancia de Jalapa, 
Veracruz. lo. de mano de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfon- 
so Pérez y Pérez. Secretaria: Leticia López Vives. 

Amparo en revisión 457/93. Juez Primero de Primera Instancia de esta ciu- 
dad. 3 de mano de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto González 
Boziere. Secretaria: Mercedes Cabrera Pinzón. 

SUSPENSZON SIN FIANZA. 

La suspensión debe concederse sin fianza cuando, además de llenarse 
los requisitos de la ley, no hay tercero perjudicado. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO PRIMER 
CIRCUITO 

Recurso de queja 24/93. Hortensia Nava Vinalay y otros. 13 de julio de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Milchis Sierra. Secretario: Eduar- 
do Alberto Olea Salgado. 

Recurso de queja 37/93. Vista Disco, S. A. de C. V. 30 de septiembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. Secretario: Eduar- 
do Alberto Olea Salgado. 

Recurso de queja 49/93. Promotora Inmobiliaria Paraíso, S. A. de C. V. 
25 de noviembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchiz 
Sierra. 

Recurso de queja 52/93. Vista Disco, S. A. de C. V. 15 de diciembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. 

Recurso de queja 8/94. Javier Román Hipólito y otros. 6 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. 
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JUNIO 

PLENO 

PODERES OTORGADOS EN EL EXTRANJERO. PARA QUE SUR- 
T A N  EFECTOS EN MÉXICO CONFORME AL PROTOCOLO SO- 
BRE UNIFORMIDAD DEL RÉGIMEN LEGAL DE LOS PODERES, 
NO SON NECESARIOS SU REGISTRO Y PROTOCOLIZACIóN 
MIENTRAS N O  LO EXIJA UNA LEY FEDERAL. 

De lo dispuesto por el artículo VI1 del Protocolo sobre Uniformidad 
del Régimen Legal de los Poderes del diecisiete de febrero de mil no- 
vecientos cuarenta, ratificado por México y publicado en el Diario Ofi- 
cial de la Federación del tres de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, en el sentido de que los poderes otorgados en el país extranjero 
no requieren como formalidad preva a su ejercicio la de ser registrados 
o protocolizados en oficinas determinadas, sin perjuicio de que se prac- 
tique el registro o la protocolización cuando así lo exija la ley como 
formalidad especial en determinados casos, se desprende, como regla 
general, que no son necesarios el registro y protocolización de tales 
poderes, sino sólo en aquellos supuestos que por sus características par- 
ticulares, ameriten la observancia de estas formalidades, cuando así lo 
establezca la ley aplicable en el lugar en donde vaya a ejercerse el po- 
der. En México no existe ninguna ley federal que de manera general 
y compatible con el Protocolo establezca los casos en que, para estos 
efectos, los poderes otorgados en el extranjero deben protocolizarse y 
registrarse, en cuya razón debe regir la norma general del tratado que 
libera de la observancia de estas exigencais, sin que sea obstáculo para 
lo anterior que alguna ley local disponga una regla de eficacia distin- 
ta, toda vez que la materia de que se trata es del orden #federal, por 
cuanto atañe a cuestiones jurídicas relativas al tráfico internacional, 
de modo que no son aplicables al caso las leyes que expidan las legis- 
laturas locales sobre materia notarial o registral. 

Contradicción de tesis 3/92. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole- 
giados Primero y Segundo del Décimo Segundo Circuito. lo. de marzo de 
Magaña Cárdenas, Castañón León, Fernández Doblado, Llanos Duarte, Adato 
Green, Gil de Lester, García Vázquez, Azuela Güitrón, Díaz Romero y Presi- 
dente Schmill Ordóñez se aprobó el segundo resolutivo y el sexto consideran- 
do, correspondiente al criterio contenido en esta tesis de jurisprudencia; vo- 
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taron en contra los señores Ministros Lanz Cárdenas, Montes García, Sempé 
Minvielle, López Contreras, Alba Leyva, Cal y Mayor Gutiérrez, González 
Martínez, Villagordoa Lozano y Moreno Flores. Ponente: Juan Díaz Romero. 
Secretaria: Adnana Campuzano de Ortiz. 

Nota aclaratoria: El resolutivo regido por los considerandos cuarto, quinto 
y sexto, fue objeto de tres votaciones, porque se examinaron tres temas de 
contradicción de tesis. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el martes diez de mayo 
en curso, por unanimidad de quince votos de los señores Ministros Presidente 
Ulises Schmill Ordóñez, Carlos de Silva Nava, Carlos Sempé Minvielle, Feli- 
pe López Contreras, Luis Fernández Doblado, José Antonio Llanos Duarte, 
Victoria Adato Green, Ignacio Moisés Cal y Mayor Gutiérrez, Atanasio Gon- 
zález Martínez, José Manuel Villagordoa Lozano, Fausta Moreno Flores, Carlos 
García Vázquez, Mariano Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero y Sergio Hugo 
Chapital Gutiérrez: aprobó con el número 13/1994, la tesis de jurisprudencia 
que antecede. Ausentes: Ignacio Magaña Cárdenas, Noé Castañón León, 
Samuel Alba Leyva y Clementina Gil de Lester. México, Distrito Federal, a 
veintitrés de mayo de mil novecientos noventa y cuatro. 

PERIODO VACACIONAL DE LA AUTORIDAD JURISDICCIO- 
N A L  RESPONSABLE. CONSTITUYE U N  HECHO N O T O R I O  QUE 
PUEDE SER INVOCADO DE OFICIO POR EL JUZGADOR DE 
AMPARO. 

El periodo vacacional de la autoridad responsable constituye un 
hecho notorio, en virtud de que forma paite del bagaje cultural que es 
propio del círculo o grupo de los juzgadores de amparo, sobre todo si 
se toma en cuenta que en la actualidad las reformas constitucionales 
y legales en vigor a partir de 1988, han permitido la activación y ace- 
leramiento de la desconcentración de los órganos judiciales federales, 
de modo que su multiplicación y mayor distribución geográfica favo- 
recen su cercanía a las autoridades responsables localizadas dentro de 
su jurisdicción y, en consecuencia, propician su inmediatez, que les 
permite enterarse de un hecho tan relevante para su función, como lo 
es el periodo vacacional de las autoridades responsables cuyos actos juz- 
gan cotidianamente; por ello, el periodo vacacional de la autoridad 
responsable, que debe ser descartado del término dentro del cual debe 
presentarse la demanda de garantías, no necesita ser alegado ni proba- 
do por el quejoso, puesto que al ser un hecho notorio puede ser invo- 
cado de oficio por los juzgadores de amparo, con base en el artículo 88 
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del Código Federal de Procedimientos Civiles, supletorio de la Ley de 
Amparo. 

Contradicción de tesis 57/91. Entre las sustentadas por el Segundo, Sexto 
y Séptimo Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 
19 de enero de 1994. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: Juan Díaz 
Romero. Secretario: Raúl Alberto Pérez Castilol. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada del jueves diecinueve de mayo de 
mil novecientos noventa y cuatro asignó el número 16/1994 a esta tesis de 
jurisprudencia aprobada en la ejecutoria dictada por el Tribunal Pleno el 
diecinueve de enero de mil nwecientos noventa y cuatro, al resolver la con- 
tradicción de tesis número 57/91. México, Distrito Federal, a veinticuatro de 
mayo de mil novecientos noventa y cuatro. 

QUEJA POR EXCESO O DEFECTO DE EJECUCIdN DE U N A  
SENTENCIA DE AMPARO. EL JUZGADOR DEBE TENER A LA 
VISTA LA RESOLUCZON CUYO CUMPLIMIENTO SE RECLAMA. 

El cumplimiento de un fallo constitucional es de orden público, acor- 
de a lo establecido en el artículo 113 de la Ley de Amparo, por lo que 
al momento de resolver la queja en que se plantea el exceso o defecto 
de una ejecutoria de amparo, el juzgador debe tener a la vista la eje- 
cutoria cuyo cumplimiento se reclama, ya que se encuentra en su poder 
el expediente en que ella obra. 

Contradicción de tesis 8/92. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribu- 
nal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tri- 
bunal Colegiado del Segundo Circuito. 3 de mayo de 1994. Por mayoría de 
dieciocho votos. Ponente: Ignacio Moisés Cal y Mayor Gutiérrez. Secretario: 
Jorge Ojeda Velázquez 

Que el Tribunal Pleno en su sesión privada del martes catorce de junio de 
mil novecientos noventa y cuatro asignó el número 2411994 a esta tesis de ju- 
risprudencia aprobada en la ejecutoria dictada por el Tribunal Pleno el tres 
de mayo de mil novecientos noventa y cuatro, al resolver la contradicción de 
tesis número 8/92. México, Distrito Federal, a quince de junio de mil nove- 
cientos noventa y cuatro. 
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PRIMERA SALA 

PROCEDENCIA DE RECURSOS. N O  OPERA LA SUPLENCIA DE 
LA QUEJA EN LA. 

Tratándose del  análisis d e  l a  procedencia de l  recurso, l a  regla gene- 
ral  es q u e  no debe operar l a  suplencia d e  l a  queja deficiente, q u e  or- 
dena  el artículo 76 bis d e  l a  Ley d e  Amparo, n o  obstante q u e  se trate 
d e  l a  materia penal (artículo 76 bis, fracción 11 d e  l a  Ley Reglamenta- 
r ia  d e  los Artículos 103 y 107 Constitucionales), porque esta suplencia 
se h a  instaurado, pa ra  q u e  proceda cuando advierta e l  juzgador q u e  l a  
queja  es deficiente, abarcando e n  l a  materia penal, incluso la omisión 
d e  expresión d e  conceptos d e  violación o agravios, pero no hasta el 
extremo d e  modificar e l  régimen q u e  h a  establecido l a  Constitución 
Federal y l a  propia Ley d e  Amparo, respecto d e  l a  procedencia del  re- 
curso d e  revisión en  amparos directos. 

Amparo directo en revisión 3080/80. Silvia López Hemández y otro. 3 de 
diciembre de 1990. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Clementina Gil 
de Lester. Secretaria: Rosalba Becerril Velázquez. 

Amparo directo en revisión 761/93. Nili Miller Fw. 31 de enero de 1994. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Samuel Alba Leyva. Secretario Rubén 
Arturo Sánchez Valencia. 

Amparo directo en revisión 2157/93. Eduardo Rojas López Toribio. 14 de 
mano de 1994. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Victoria Adato Green. 
Secretario: Miguel Angel Cruz Hemández. 

Amparo directo en revisión 760/93. Raúl Sandoval Mendoza. 11 de abril 
de 1994. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Ignacio Ca ly Mayor Gutié- 
rrez. Secretario: Jorge Ojeda Velázquez. 

Amparo directo en revisión 1957/93. Abraham Calleja Mpez. 11 de abril 
de 1994. Unanimidad de cinco votos. Ponente: Luis Fernández Doblado. Se- 
cretaria: Norma Lucía Piña Hernández. 

Tesis de Jurisprudencia 13/94. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
Tribunal, en sesión privada celebrada el nueve de mayo de mil novecientos 
noventa y cuatro, por unanimidad de votos de los señores Ministros: Presi- 
denta Victoria Adato Green, Ignacio Cal y Mayor Gutiérrez, Clementina Gil 
de Lester y Luis Femández Doblado. Ausente el Ministro Samuel Alba Leyva. 
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TRIBUNALES COLEGIALES 

IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA. L A  SOLA AFIRMACION 
DE QUE SE AFECTARAN LOS INTERESES PA TRIMONIALES DE 
LA AUTORIDAD RECURRENTE N O  ES ARGUMENTO SUFI- 
CIENTE PARA ACREDITAR TALES EXTREMOS. 

La afirmación de la autoridad recurrente en el sentido de que la sen- 
tencia combatida afecte sus intereses patrimoniales, no justifica que el 
asunto revista importancia y trascendencia, toda vez que, en tratándose 
de pensiones jubilatorias, cualquier resolución adversa a dicha autori- 
dad afectará sus intereses patrimoniales, sin que por ese solo motivo 
pueda decirse que existan consecuencias de índole grave, ya que la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado establece la obligación a cargo de la recurrente de pagar e in- 
crementar tales pensiones. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Revisión fiscal 1884/93. Subdirector General Jurídico del Instituto de Segu- 
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 2 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: David Delgadillo Guerrero. Secretaria: 
Clementina Flores Suárez. 

Revisión fiscal 1955/93. Subdirector General Jurídico del Instituto de Se- 
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 2 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C. Ramos Carreón. Secretario: 
Luis Enrique Ramos hstillos. 

Revisión fiscal 2046/93. Subdirector General Jurídico del Instituto de Se- 
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 16 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C.  Ramos Carreón. Secretario: 
Luis Enrique Ramos Bustillos. 

Revisión fiscal 94/94. Subdirector General Jurídico del Instituto de Segu- 
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 16 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: 
Emiliano Hemández Salazar. 

Revisión fiscal 484/94. Subdirector General Jurídico del Instituto de Segu- 
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 6 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime C. Ramos Carreón. Secretaria: Silvia 
Martínez Saavedra. 
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SENTENCIAS VINCULADAS. EL AMPARO EN C O N T R A  DE 
ELLAS ES IMPROCEDENTE. 

Si l a  autoridad responsable quedó vinculada por medio de u n a  sen- 
tencia de  amparo para declarar procedente una acción, n o  quedb e n  l a  
esfera d e  su jurisdicción y competencia e l  volver a examinar las cues- 
tiones debatidas, supuesto que en  la ejecutoria d e  amparo en  lo  atinen- 
te a l a  cuestión principal controvertida, se señalaron normas precisas 
y pautas rectoras para ajustar su nueva determinación con l o  cual se 
limitó su jurisdicción. Por  ende, tal resolución ya n o  puede ser impug- 
nada mediante u n  nuevo amparo y por consecuencia debe decretarse 
el  sobreseimiento del juicio con fundamento e n  lo dispuesto en  l a  frac- 
ción 11 del artículo 73, e n  relación con la fracción 111 del numeral 74, 
ambos d e  la Ley de Amparo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO 

Amparo directo 10/90. Clemente Delgado Pineda. 8 de febrero de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente : José hngel Mandujano Gordillo. Secretaroi : 
Carlos Manuel Bautista Soto. 

Arnpam directo 61/90. Sucesión a bienes de Carmen Torres Chamorro. 
14 de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mandu- 
jano Gordillo. Secretaria: Julieta María Elena Anguas Carrasco. 

Amparo directo 307/90. Dirección General de Seguridad Pública y Tránsi- 
to del Estado de México. 7 de junio de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Angel Mandujano Gordillo. Secretaria: Julieta María Elena Anguas 
Carrasco. 

Amparo directo 99/9 1. Apolonio Hemández Vega. 27 de febrero de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mandujano Gordillo. Secretaria: 
Julieta María Elena Anguas Carrasco. 

Amparo directo 165/94. Hugo de la Rosa Pealoza. 16 de mano de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mandujano Gordillo. Secretaria: 
Teresita del Niño Jesús Palacios Iniestra. 

SUSPENSZdN DE PLANO DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDEN- 
CIA DEL RECURSO DE REVZSZdN C O N T R A  EL A U T O  QUE 
NIEGA O CONCEDE L A .  

Si bien el artículo 83 de  la Ley Reglamentaria del Juicio d e  Garan- 
tías n o  señala expresamente que  proceda el  recurso de revisión contra 
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las resoluciones que concedan o nieguen la suspensión de plano de los 
actos reclamados, el artículo 89 de esta ley, que regula el trámite de 
este recurso, en su tercer párrafo implícitamente establece su proce- 
dencia al disponer que "Tratándose del auto en que se haya concedi- 
do o negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá 
remitirse al Tribunal Colegiado de Circuito copia certificada del escri- 
to de demanda, del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito 
u oficio en que se haya interpuesto el recurso de revisión, con expre- 
sión de la fecha y hora del recibo". No se desatiende que en el decreto 
de reformas y adiciones de la Ley de Amparo, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación de veinte de mayo de mil novecientos ochen- 
ta y seis, se agregara que procede el recurso de revisión contra las 
resoluciones de los jueces de Distrito o del superior del tribunal res- 
ponsab,Ie, en su caso, en las cuales "Concedan o nieguen la suspensión 
de oficio" (inciso b) de la fracción 11 del artículo 83), y que en el 
decreto de reformas y adiciones a la propia Ley de Amparo, publica- 
do en el Diario Oficial de la Federación de cinco de enero de mil 
novecientos ochenta y ocho, se omitiera en el mismo artículo 83 de la 
hipótesis de que se trata. Empero, precisa destacar que la ley en cues- 
tión, en su texto original publicado en el Diario Oficial de la Fede- 
ración de diez de enero de mil novecientos treinta y seis, establecía: 
"ARTICULO 87.. . Tratándose del auto en que se haya concedido o 
negado la suspensión de plano, interpuesta la revisión, sólo deberá 
remitirse a la Suprema Corte copia certificada del escrito de demanda 
del auto recurrido, de sus notificaciones y del escrito u oficio en que 
se haya interpuesto el recurso de revisión, con expresión de la fecha 
y hora del recibo" (tercer párrafo). Esta disposición, en la reforma pu- 
blicada en el Diario Oficial de la Federación de mil novecientos cin- 
cuenta y uno, que se dio con motivo de la creación de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, pasó al tercer párrafo del articulo 89, que es 
como aparece hasta la fecha. Y que la exposición de motivos de la re- 
forma publicada en el Diario Oficial de la Federación de cinco de 
enero de mil novecientos ochenta y ocho, en lo conducente, precisa: 
"La presente iniciativa propone reformas y adiciones a la Ley de Am- 
paro mencionada, mismas que tienen el propósito central de adecuar 
las disposiciones del ordenamiento que rige al juicio constitucional, 
con los nuevos mandatos de nuestra Ley Suprema al respecto. Para su 
presentación y análisis, en esta exposición de motivos se agrupan las 
reformas y adiciones propuestas en cuatro apartados, que permitirán 
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su estudio y discusión parlamentarios con mayor agilidad y claridad. 
En el primer apartado, se incluyen las reformas de los artículos 22 
fracción 111 primer párrafo.. . , a efecto de incluir a las resoluciones 
que ponen fin al juicio, como aquellas resoluciones que junto a las 
sentencias definitivas y laudos, pueden ser materia de amparo directo, 
en los términos que lo ordena la reforma de la gracción V del artícu- 
lo 107 constitucional.. . En el segundo apartado se incluyen las refor- 
mas y adiciones que se proponen para adecuar la ley secundaria a la 
nueva distribución de competencias contenida en la Constitución y que 
ya se ha mencionado. . . En el tercer apartado se incluyen las reformas 
a la fracción XV del artículo 73 y a la fracción X del artículo 159 
para dar unidad a la nueva terminología empleada por la Ley de 
Amparo, y aludir en todo caso a la expresión 'tribunales judicailes, 
administrativos o del trabajo', en lugar de hablar simplemente de auto- 
ridades judiciales o del juez, tribunal o Junta de Conciliación y Arbi- 
traje. En el cuarto apartado se incluyen las reformas y adiciones que 
tienen por propósito dar mayor claridad y celeridad al procedimiento 
y cubrir lagunas existentes en la Ley de Amparo, que son consecuen- 
cia del enorme interés que despertó la reforma constitucional que se 
ha mencionado, reformas y adiciones que fueron propuestas en algunos 
casos, por la Suprema corte de Justicia en decidida colaboración con 
el Poder Ejecutivo, en otros casos por la Procuraduría General de la 
República, en cumplimiento de sus funciones, y entre otros más por 
juristas y estudiosos de la materia". Como se observa, la disposición 
que actualmente contiene el tercer párrafo del artículo 89 que se ana- 
liza, se halla desde el texto original de la Ley de Amparo, aunque en 
diverso artículo; y no obstante que en un momento se adicionó el ar- 
ticulo 83, para incluir textualmente la procedencia del recurso de revi- 
sión contra las resoluciones que concedan o nieguen la suspensión de 
plano, y después se omitió en la reforma de mil novecientos ochenta 
y ocho, e110 no quiere decir que la intención del legislador en esta 
reforma fuera justamente la de excluir los casos de que se trata de este 
concreto recurso, pues como ya se vio la regla específica de tramitación 
para los supuestos en que se haya concedido o negado la suspensión 
de plano aparece desde el texto original de la Ley de Amparo, y no 
sería lógico que el órgano legislativo estableciera una regla específica 
de tramitación del recurso para casos en que no fuera procedente; ade- 
más de que la reforma de mil novecientos ochenta y ocho obedeció 
fundamentalmente a la nueva distribución de competencias entre la 
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Suprema Corte de Justicia de 12 Nación y los tribunales colegiados, 
pero en cuanto al fondo de los asuntos, ya que las reformas corres- 
pondientes a la suspensión del acto reclamado se dieron en mil nove- 
cientos cincuenta y uno. La omisión en el artículo 83 deriva, induda- 
blemente, de una deficiente redacción legislativa, lo que se explica 
con una sola cita: "En el artículo 139 de la misma Ley de Amparo se 
le llama "auto" a la resolución del juez de Distrito que conceda O 

niegue la suspensión definitiva, cuando lo propio es que se trata de 
una interlocutoria. No sobra abundar que la suspensión de plano, por 
sus características, es equiparable a la suspensión definitiva que se de- 
creta en el incidente de suspensión, en tanto que surte sus efectos hasta 
que se decide en definitiva el juicio en lo principal, sin estar sujeta a 
una resolución interlocutoria. Por ello, incuestionablemente, que el 
gelislador sólo en una ocasión previó literalmente el recurso de revi- 
sión contra las resoluciones que condenan o nieguen la suspensión de 
plano. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO 

Recurso de revisión 32/91. Comunidad Indígena de San Juan de Ocotán, 
Municipio de Zapopan, Jalisco. 13 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. 
Ponente : José Manuel Mojica Hernández. Secretaria : Ma. Dolores Muñoz 
Macías. 

Recurso de revisión 56/91. Ejido de Zapopan, Municipio de su nombre, 
Jalisco. 30 de abril de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Filemón Haro 
Solís. Secretario: José Guadalupe Castro Sánchez. 

Recurso de revisión 78/91. Juan Manuel Meléndez Castellanos. 12 de junio 
de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Mojica Hernández. 
Secretaria: Ma. Dolores Muñoz Macías. 

Recurso de revisión 10/93. Ejido El Zapote, Municipio de Tlajomulco de 
Zúñiga, Jalisco. 24 de febrero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Manuel Mojica Hemández. Secretaria: Adela Domínguez Salazar. 

Recurso de queja 19/94. Comisariado ejidal del poblado La Venta del As- 
tillero, Municipio de Zapopan, Jalisco. 29 de abril de 1994. Unanimidad de 
votos. Ponente: Filemón Haro Solís. Secretario: José Guadalupe Castro 
Sánchez. 
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AMPARO CONTRA LEYES. S U S P E N S I ~ N  IMPROCEDENTE, 
CUANDO SE IMPUGNA SU APLICACIóN Y N O  SE ACREDITA 
ESTAR EN LAS HIPOTESIS PREVISTAS EN LAS MISMAS. 

Si los quejosos reclaman la inconstitucionalidad de una ley y la apli- 
cación en su perjuicio, pero no acreditan estar dentro de las hipótesis 
previstas en dicha legislacih, es decir, que son sujetos de su aplicación, 
es correcta la negativa de la suspensión solicitada al no demostrar el 
interés que tienen en que se suspendan tales actos. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 45/94. Susana Patricia Silva Reyna y coags. 24 de mar- 
w de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Barocio Villalobos. Secre- 
tario: Carlos Rafael Dominguez Adán. 

Amparo en revisión 48/94. Marco Antonio Rentería Cantú y coags. 24 de 
mano de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Barocio Villalobos. 
Secretario: Eduardo Ochoa Torres. 

Amparo en revisión 49/94. Everardo Rodríguez Morales y coags. 24 de mar- 
zo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Femández Castillo. Se- 
cretario: Juan Antonio Ramos Padilla. 

Amparo en revisión 50/94. Minerva Fraustro Sánchez y coags. 24 de mano 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Arizpe Narro. Secretario: 
Jesús S. Frarstro Macareno. 

Amparo en revisión 47/94. Lucilda Pérez Salazar y coags. 6 de abril de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Arizpe Narro. Secretario: José 
Gama Muñiz. 

RELACION LABORAL PRUEBA DE LA.  LOS TESTIGOS DEBEN 
D A R  R A Z ó N  FUNDADA DE SU DICHO. 

Aunque los testigos afirmen conocer al trabajador y que éste labora- 
ba para el demandado, sus testimonios son insuficientes para tener por 
demostrado el vinculo laboral, si no expresan la razón de su dicho, es 
decir, las circunstancias específicas relacionadas con el cuándo, dónde 
y por qub conocieron de la relación laboral y las condiciones de trabajo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 

Amparo directo 632/92. Catarino González Martínez. 4 de noviembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. Secretario: 
Daniel Cabello González. 
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Amparo directo 759/92. Eustolio de la Gama Garcia. 13 de enero de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. Secretario: Juan 
Antonio Ramos Padilla. 

Amparo directo 480/93. Celestino Rojas Cervantes. 25 de agosto de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. Secretario: Juan 
Antonio Ramos Padilla. 

Amparo directo 823/93. Sandra Hernández de la Cruz. 5 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Femández Castillo. Secretario: Ornar 
René Gutiérrez Arredondo. 

PRUEBA TESTIMONIAL. INDEBIDO DESECHAMIENTO DE LA. 
CUANDO EL OFERENTE EXPRESA LOS MOTIVOS QUE LE IM- 
PIDEN LA PRESENTACIdN DE LOS TESTIGOS. 

Si la prueba testimonial fue ofrecida legalmente en términos de la 
fracción 11, del articulo 813 de la Ley Federal del Trabajo, y el ofe- 
rente expresa las causas o motivos que le impiden presentar a los tes- 
tigos, es indebido el desechamiento de tal probanza, y por ello violato- 
rio de las normas del procedimiento a que se refiere la fracción 111, 
del artículo 159, de la Ley de Amparo. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 

Amparo directo 84/90. Francisco González Santacruz. 20 de abril de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente : Juan Manuel Arredondo Elías. Secretario : 
Francisco Martinez Hemández. 

Amparo directo 315/90. Juventino Berna1 Urías y otra. 7 de diciembre de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Arredondo Elías. Secreta- 
rio: Francisco Javier Solís Mpez. 

Amparo directo 36/91. Arnulfo Cruz Solano y otro. 20 de febrero de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Enrique Moya Chávez. Secretario: Fran- 
cisco Raúl Méndez Vega. 

Amparo directo 56/91. Jesús Ibarra Ruiz. 27 de febrero de 1991. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: Juan Manuel Arredondo Elías. Secretaria: María 
Lourdes Colio Fimbres. 

Amparo directo 39/91. Rafael Gerardo Guízar Munguía. 4 de mano de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Ricardo Ramos Carreón. Secre- 
taria: Elsa Navarrete Hinojosa. 

Nota: Esta tesis núm. 11, ubicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Pederacidn núm. 44 (agosto de 1991), p. 41, a petición del Tribunal Colegiado, se 
vuelve a publicar con las correcciones que envia &te. 
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TESTIGOS. DECLARACIONES DE LOS. RENDIDAS SOBRE HE- 
CHOS REMOTOS. 

Las declaraciones de los testigos que coinciden en la forma y términos 
de exposición, ya que señalan con exactitud fechas, horas y lugares, no 
obstante que haya transcurrido un periodo de meces entre aquéllas en 
que se dice ocurrieron los hechos y la de su declaración, conducen a 
estimar que existió aleccionamiento de los deponentes por parte de la 
defensa y que por ende éstos sólo son testigos de coartada. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo directo 104/89. Martín Zaragoza Quirino. 26 de abril de 1989. 
Unanimidad de votos. Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Guillermo Báez 
Pérez. 

Amparo directo 25/91. Rodolfo Mondragón García. 20 de septiembre de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Waldo 
Guerrero Lázcares. 

Amparo directo 338/91. Camerino Juárez Velázquez. 2 de octubre de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Waldo Gue- 
rrero Lázcares. 

Amparo directo 59/93. Jorge Quiroz Ortega. 4 de mano de 1993. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schet- 
tino Reyna. 

Amparo directo 464/93. Pedro Garista Garista. 21 de octubre de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés 
Galván. 

TRIBUNALES AGRARIOS. DEBE OCURRIRSE A N T E  ELLOS, 
PREVIAMENTE A L A  ZNSTAURACION DEL JUICIO CONSTZ- 
TUCIONAL. 

Los actos emanados de autoridades de la Secretaria de la Reforma 
Agraria deben ser combatidos ante los tribunales agrarios existentes a 
partir de la fecha en que entró en vigor la nueva legislación agraria, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley Orgáni- 
ca de los Tribunales Agrarios, previamente a la instauración del juicio 
constitucional, en acatamiento al principio de definitividad que prevé 
la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
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TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL SEPTIMO CIRCUITO 

Recurso de revisión 773/92. Arturo Gutiérrez Rodríguez. 27 de enero de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Uribe García. Secretario: Pe- 
dro Luis Reyes Martín. 

Recurso de revisión 14/93. Vidal Tronco Madruga. 17 de febrero de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. Secretario: h t o n i d  
Zúñiga Luna. 

Amparo en revisión 27/93. Concepción Quinto viuda de Pereyra. 10 de 
mano de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Tomás Enrique Ochoa Mo- 
guel. Secretaria: Adela Muro Lezama. 

Amparo en revisión 165/93. Ignacio Mpez Uscanga, Pedro Herrera Castro 
e Isauro Portugal Trinidad, presidente, secretario y vocal, respectivamente, del 
Comité Ejecutivo Agrario del poblado "Mata Cabastro", Municipio de Tla- 
lixcoyan, Veracruz. 3 de junio de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Anto- 
nio Uribe García. Secretaria: Josefina del Carmen Mora Dorantes. 

Recurso de revisión 50/94. Felipa Méndez Hemández y coagraviados. 20 de 
abril de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Uribe García. Secre- 
tario: Pedro Luis Reyes Marín. 

ARTfCULO 48 DE LA LEY AGRARIA, ES APLICABLE A SZTUA- 
CZOLVES EXISTENTES ANTES DE QUE ENTRARA EN VIGOR. 

Del contenido del mencionado precepto legal se desprende que para 
los efectos de la prescripción adquisitiva de los derechos sobre tierras 
ejidales a que se refiere, cuenta el tiempo de posesión transcurrido con 
anterioridad a que entrara en vigor la Ley Agraria, sin que esto im- 
plique la aplicación retroactiva del mismo, pues lo que prohíbe el ar- 
tículo 14 constitucional es que en relación con una determinada con- 
ducta, no comprendida por la ley, se aplique, en perjuicio de alguien, 
una ley que sí la comprende pero cuya vigencia es posterior a que se 
diere la misma, atento a todo lo cual era innecesario que el legislador 
precisara cuándo debería iniciarse el cómputo de los términos que el 
referido articulo fija. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 
TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO 

Amparo directo 121/93. Francisco Meya Salgado. 28 de abril de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Antonio Uribe García. Secretario: Augusto Agui- 
rre Domínguez. 
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Amparo directo 220/93. María Esther Cruz Jiménez y otros. 26 de mayo de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Uribe García. Secretaria: Jose- 
fina del Carmen Mora Dorantes. 

Amparo directo 245/93. Francisca Cruz Jiménez y otra. 23 de junio de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Eliel E. Fitta García. Secretaria: Nilvia Jose- 
fina Flota Ocampo. 

Amparo directo 394/93. Aurelia Rosaldo Hemández y otras. lo. de septiem- 
bre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Uribe García. Secreta- 
no: Pedro Luis Reyes Marín. 

Amparo directo 229/94. Carlota Pérez Viveros. 27 de abril de 1994. Unani- 
midad de votos. Ponente: Antonio Uribe García. Secretario: Pedro Luis Re- 
yes Marín. 

TESTIMONIAL. VIOLACIONES PROCESALES CONSENTIDAS. 
NO PUEDEN CONSIDERARSE COMO TALES SU INDEBIDA AD- 
MISIdN, NI SU DECLARACIdN DE DESIERTA, YA QUE PARA 
ELLO NO EXISTE MEDIO LEGAL DE IMPUGNACIdN. 

No se puede considerar como una violación procesal consentida la 
circunstancia de que la parte oferente de una prueba testimonial, 
no haya hecho manifestación alguna en carácter diverso al ofrecido, ni 
tampoco contra la diligencia de desahogo de la mencionada prueba, en 
la cual se declaró desierta la declaración de uno de los testigos, como 
consecuencia de dicha calificación; ya que contra tales proveidos no 
existe ningún medio de impugnaión por el cual puede revocarse los 
mismos, y por lo tanto, legalmente, no pueden consentirse. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTIMO 
CIRCUITO 

Amparo directo 81/93. Fernando Martínez Pallares. lo. de abril de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretario: Jorge 
Luis Olivares Lúpez. 

Amparo directo 33/93. Rafael Leal Rodríguez. 26 de mayo de 1993. Unani- 
midad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretario: Jorge Luis 
Olivares Upez. 

Amparo directo 222/93. René Bon Echavarría. 6 de agosto de 1993. Unani- 
midad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretario: Rafael Mal- 
donado Porras. 
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Amparo directo 479/93. Jorge Alberto Herrera Hemández. 6 de enero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretaria: 
Olga Cano Moya. 

Amparo directo 139/94. David Rubén Aguirre Torres. 22 de marzo de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretaria: Olga 
Cano Moya. 

ACTO RECLAMADO, FUNDAMENTACION Y MOTZVACZÓN DEL. 

No basta que en el documento señalado como acto reclamado, la 
autoridad hacendaria responsable alegue que citó preceptos relativos 
a su competencia para que cumpla con el requisito constitucional de 
fundamentación a su acto, sino que es necesario, además, que dicho 
documento contenga la expresión del precepto legal aplicable al caso 
que sirva de apoyo al mandamiento reclamado, cuyo presupuesto nor- 
mativo revele que la conducta del gobernado encuadra en el mismo 
y, por ende, que se encuentra obligado al pago de la multa impugna- 
da; igualmente, si de los propios argumentos de inconformidad se ad- 
vierte que por cuanto hace a la motivación del acto reclamado, la 
autoridad hacendaria se remite a lo que ya habia expuesto como ar- 
gumento de esa motivación, en diverso oficio en el que también había 
negado al quejoso la condonación de multa solicitada, ello es insufi- 
ciente para que su mandamiento reúna el requisito de motivación del 
artículo 16 constitucional, toda vez que éste debe constar en el cuerpo 
mismo del documento constitutivo del acto de molestia y no en diverso. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO PRIMER 
CIRCUITO 

Amparo en revisión 90/94. Gabriel Ramírez Gatica. 7 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Martiniano Bautista Espinosa. Secretario: 
Javier Cardoso Chávez. 

Amparo en revisión 95/94. Gabriel Ramírez Gatica. 7 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Agustín Raúl Juárez Herrera. Secretario: Ja- 
vier Fuentes Adame. 

Amparo en revisión 96/94. Gabriel Ramírez Gatica. 7 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Martiniano Bautista Espinosa. Secretario: Ja- 
vier Cardoso Chávez. 

Amparo en revisión 113/94. Gabriel Ramírez Gatica. 21 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: René Silva de los Santos. Secretario: Fran- 
cisco Javier Teodoro Arcovedo Montero. 
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Amparo en revisión 141/94. Administradora Local Jurídica de Ingresos de 
Acapulco, Guerrero. 4 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Mar- 
tiniano Bautista Espinosa. Secretario: Juan Manuel Cárcamo Castillo. 

JULIO 

SEGUNDA SALA 

ACTO RECLAMADO. SU EXISTENCIA DEBE RELACIONARSE 
CON LA FECHA EN QUE SE PRESENTO L A  DEMANDA. 

La existencia del acto reclamado debe analizarse, por regla general, 
atendiendo a la fecha en que se presentó la demanda de amparo, pues 
de otra manera la sentencia tendría que ocuparse de actos posteriores 
y distintos a los que dieron origen a la queja. 

Amparo en revisión 4344/74. J. Jesús Valdovinos Díaz. 16 de octubre de 
1975. Cinco votos. Ponente: Carlos del Río Rodríguez. Secretario: Guillermo 
1. Ortiz Mayagoitia. 

Amparo en revisión 451/90. Fredy Osvaldo Molina Zenteno y otro. 20 d e  
agosto de 1990. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Carlos de Silva Nava. 
Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Jorge Antonio Cruz Ramos. 

Amparo en revisión 781/93. José Luis Elizondo y otro. 14 de febrero de 
1994. Cinco votos. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Juan Carlos 
Cruz Rmo. 

Amparo en revisión 362/94. Juan José Mendoza Sol. 16 de mayo de 1994. 
Cinco votos. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Juan Carlos Cruz 
Razo. 

Amparo en revisión 469/94. Carlos César Casella Santaella. 16 de mayo de 
1994. Cinco votos. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: César Thomé 
González. 

Tesis de Jurisprudencia 3/94. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de junio de mil novecientos noventa 
y cuatro, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Presidente 
Atanasio González Martínez, Carlos de Silva Nava, José Manuel Villagordoa 
Lozano, Fausta Moreno Flores y Noé Castañón León. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 281 

INFORME JUSTIFICADO. SU FALTA SÓLO HACE PRESUMIR 
CIERTO EL ACTO RECLAMADO Y NO LA TOTALIDAD DE 
LOS HECHOS SERALADOS EN LA DEMANDA. 

En términos del articulo 149 párrafo tercero de la Ley de Amparo, 
la omisión de la autoridad responsable de rendir informe justificado 
sólo hace presumir la certeza del acto reclamado, pero no la de los ac- 
tos o hechos diversos en que el quejoso basa su acción de amparo. 

Amparo en revisión 1712/69. Manuel Maroyoqui Flores y coags. 14 de ene- 
ro de 1970. Cinco votos. Ponente: Felipe Tena Ramírez. Secretario: Felipe 
Upez Contreras. 

Amparo en revisión 6429/75. Luis Roberto Galván González. 29 de junio 
de 1977. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jorge Iñárritu. Ponente: Car- 
los del Río Rodríguez. Secretaria: Fausta Moreno Flores. 

Amparo en revisión 3554/77. Jesús López Becerra y otros. 23 de noviembre 
de 1977. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Carlos del Río Rodríguez. 
Ponente: Atanasio González Martínez. Secretario: Angel Michel Sánchez. 

Amparo en revisión 3288/85. Documentación y Reparto, Sociedad Anóni- 
ma de Capital Variable. 6 de noviembre de 1985. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Atanasio González Martínez. Ponente: Fausta Moreno Flores. Se- 
cretario: Guillermo Antonio Muñoz Jiménez. 

Amparo en revisión con facultad de atracción 1687/93. Francisco J. Amola 
Martens. 17 de febrero de 1994. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Noé 
Castañón León. Ponente: Atanasio González Martínez. Alejandro Nemo GÓ- 
mez Strozzi. 

Tesis de Jurisprudencia 7/94. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
Tribunal, en sesión privada de veintisiete de junio de mil novecientos noventa 
y cuatro, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Presidente 
Atanasio González Martínez, Carlos de Silva Nava, José Manuel Villagordoa 
Lozano, Fausta Moreno Flores y Noeé Castañón León. 

TERCERA SALA 

IMPEDIMENTO. N O  ES CAUSA DEL MISMO QUE LOS MAGIS- 
TRADOS PRETENDAN SOSTENER U N  MISMO CRITERIO QUE 
EN ASUNTOS ANTERIORES. 

Dentro de las causas de impedimento que especifica el artículo 66 
de la Ley de Amparo no se encuentra la relativa a que los integrantes 
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de un tribunal pretendan sostener en un juicio de amparo, igual cri- 
terio juridico al sustentado en asuntos anteriores, por lo que debe con- 
siderarse infundado ese planteamiento, en especial cuando no se prue- 
ba la situación alegada. 

Impedimento 49/88. Carlos Jaime Ondarza Alvarez. 30 de mayo de 1988. 
5 votos. Ponente: José Manuel Villagordoa Lozano. Secretario: Rodolfo Pa- 
sarín de Luna. 

Impedimento 2/94. Cosuelo Cantú de la Garza de Cano. 21 de febrero de 
1994. Cinco votos. Ponente: Miguel Montes García. Secretario: Jorge L. Rico' 
Rangel. 

Impedimento 45/94. A. Javier Hemández Martínez. 11 de abril de 1994. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Sergio: Hugo Chapital Gutiérrez. Se- 
cretario : Daniel Patiño Perenegrón. 

Impedimento 42/94. Estefanía Rodríguez Monter de Vargas y otro. 18 de 
abril de 1994. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Carlos Sempé Minive- 
lle. Secretario: Francisco J. Sandoval López. 

Impedimento 71/94. Francisco N. Cantú Zárate. 13 de junio de 1994. Cin- 
co votos. Ponente: Carlos Sempé Minvielle. Secretaria: María del Rosario 
Parada Ruiz. 

Tesis de Jurisprudencia 19/94. Aprobada por la Tercera Sala de este alto 
Tribunal, en sesión de veintisiete de junio de mil novecientos noventa y cua- 
tro, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Presidente, 
Carlos Sempé Minvielle, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Hugo Chapital Gu- 
tiérrez y Diego Valadés. 

SENTENCIAS INCONGRUENTES DICTADAS EN LOS JUICIOS 
DE AMPARO. CUANDO EL CASO L O  PERMITA EL TRIBUNAL 
REVISOR PUEDE SUBSANAR TALES IRREGULARIDADES. 

Si en la demanda de amparo se impugnó una ley con motivo de ac- 
tos concretos de aplicación y el juez de Distrito sobreseyó en el juicio 
respecto de estos últimos, pero en lugar de sobreer tambien respecto 
de la ley reclamada entró al estudio de su inconstitucionalidad, se 
considera que, no obstante la inoperancia de los agravios expuestos por 
el recurrente, el tribunal revisor puede oficiosamente subsanar esa irre- 
gularidad decretando el sobreseimiento respectivo, a efecto de evitar 
ejecutorias incongruentes. Debe tomarse en cuenta, por una parte, que 
en los términos del último párrafo del articulo 73 de la Ley de Ampa- 
ro las causales de improcedencia deben estudiarse de oficio y, por la 
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otra, que si de acuerdo con el espíritu 79 del citado ordenamiento es 
factible suplir el error en que haya incurrido la parte agraviada en la 
cita de la garantía cuya violación reclama, otorgando el amparo por 
la que realmente aparezca violada, por mayoría de raz6n debe confe- 
rirse esa facultad al tribunal revisor para que subsane notorias incon- 
gruencias en que haya incurrido el tribunal de primera instancia cuan- 
do el caso lo permita, puesto que con ello se cumple cabalmente con 
la alta función encomendada al órgano jurisdiccional. 

Amparo en revisión 5262/85. Everardo Hemández Reynoso. 28 de noviem- 
bre de 1986. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretaria: María del Carmen Arroyo Moreno. 

Amparo en revisión 615/86. Marcelo Ortega Ortega. 30 de septiembre de 
1987. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secre- 
taria: María del Carmen Arroyo Moreno. 

A m p m  en revisión 3075/88. Paulino Adame Flores. 10 de julio de 1989. 
Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Filiberto Méndez 
Gutiérrez. 

Amparo en revisión 4298/90. Especialidades e Industriales Químicas, S. A. 
de C. V. 5 de noviembre de 1990. Cinco votos. Ponente: Sergio Hugo Chapi- 
tal Gutiérrez. Secretario: E. Gustavo Núñez Rivera. 

Amparo en revisión 632/94. Raúl Octavio Avalos Lemus y otro. 13 de ju- 
nio de 1994. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ri- 
cardo Romero Vázquez. 

Tesis de Jurisprudencia 20/94. Aprobada por la Tercera Sala de este alto 
Tribunal, en sesión de veintisiete de junio de mil novecientos noventa y cua- 
tro, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Presidente Car- 
los Sempé Minvielle, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Hugo Chapital Gutié- 
rrez y Diego Valadés. 

CUARTA SALA 

CADUCIDAD DE L A  INSTANCIA. N O  L A  INTERRUMPE EL ES- 
C R I T O  MEDIANTE EL C U A L  SE AUTORIZA PARA RECIBIR 
N O  TZFICACIONES. 

Si durante el transcurso del término a que se refiere el artículo 74, 
fracción V, de la Ley de Amparo, sólo se ha presentado escrito de la 
parte interesada autorizando para recibir notificaciones, tal promoción 
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no interrumpe la caducidad de la instancia, pues no es de las que tien- 
den a activar el procedimiento. 

Amparo en revisión 5890/90. Joaquín Camdera Agudo y otros. 8 de junio 
de 1992. Cinco votos. Ponente: José Antonio Llanos Duarte. Secretario: Fer- 
nando Estrada Vázquez. 

Amparo en revisión 316/91. Persianas Norma, S. A. de C. V. 5 de octubre 
de 1992. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ignacio Magaña Cárdenas) 
Secretario: Néstor Gerardo Aguilar Domínguez. 

Amparo en revisión 6013/90. Servicio Aeropet, S. A. de C. V. 9 de no- 
viembre de 1992. Cinco votos. Ponente: José Antonio Llanos Duarte. Secre- 
tario: Fernando Estrada Vázquez. 

Amparo en revisión 697/91. Inmobiliaria Josela, S. A. 9 de noviembre de 
1992. Cinco votos. Ponente: Felipe López Contreras. Secretario: Guillermo 
Loreto Martínez. 

Amparo en revisión 6366/90. Invermín, S. A. de C. V. 15 de mayo de 1993. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Carlos García Vázquez. Secretario: 
José Sánchez Moyaho. 

Tesis de Jurisprudencia 20/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto 
Tribunal, en sesión privada del trece de junio de mil novecientos noventa y 
cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Ignaico Magaña 
Cárdenas, Juan Díaz Romero, Felipe López Contreras, Carlos García Vázquez 
y José Antonio Llanos Duarte. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

PENA CONVENCIONAL. SUS ELEMENTOS. 

Cordorme al artículo 1840 del Código Civil para el Distrito Federal, 
los contratantes pueden estipular cierta prestación como pena, para el 
caso de que la obligación no se cumpla o no se cumpla de la manera 
convenida. Agrega el precepto que si tal estipulación se hace, no podrán 
reclamarse, además, daños y perjuicios. El artículo 1847 del propio 
ordenamiento previene, que no podrá hacerse efectiva la pena, cuando 
el obligado a ella no haya podido cumplir el contrato por hecho del 
acreedor, caso fortuito o fuerza insuperable. De estos artículos se d-S- 
prende que la pena convencional se integra con los sigúientes elemen- 
tos: a) acuerdo de voluntades de los contratantes, accesorio a una con- 
vención principal; b) sobre la imposición de una pena, en sustitución 
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del resarcimiento de posibles daños y perjuicios; c) para el caso de in- 
cumplimiento culpable, total o parcial, de la o'bligación objeto de la 
convención principal, y d- pena consistente, en el otorgamiento de al- 
guna prestación a favor del acreedor. Los pactos que contengan los 
anteriores elementos constituirán la pena convencional, a la cual en 
ocasiones los contratantes la designan expresamente como tal en sus 
convenciones o con algún término equivalente, como "cláusula penal"; 
pero a veces le dan otras denominaciones distintas, como por ejemplo, 
renta, compensación, interés moratorio, aumento en el porcentaje de 
réditos, prestación adicional, etcétera. Sin embargo, siempre que se 
surtan los elementos indicados, deberá considerarse que existe una pena 
convencional, con independencia de la denominación que se le dé. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 1937/92. Rogelio Reyna y Compañía, S. A. de C. V. 30 de 
abril de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. 
Secretaria: Aurora Rojas Bonilla. 

Amparo directo 3253/92. Cryoinfra, S. A. de C. V. 8 de octubre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: J. Jesús 
Contreras Cona. 

Amparo directo 1540/94. Unión Ciento Ochenta y Siete, S. A. 14 de abril 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: 
José Juan Bracamontes Cuevas. 

Amparo directo 1734/94. Ralph y Asociados, S. C. 14 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: Luis 
Arellano Hobelsberger. 

Amparo directo 2334/94. Adán GutiCrrez y González. 19 de mayo de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: Luis 
Arellano Hobelsberger. 

PERSONALIDAD. SU ESTUDIO PUEDE HACERSE EN CUAL- 
QUIER ESTADO DEL JUICIO Y AUN OFICIOSAMENTE. 

La personalidad es una cuestión que debe ser examinada en cualquier 
estado del juicio y aun oficiosamente por ser la base fundamental del 
procedimiento. En tal virtud, de no encontrarse acreditada, debe sobre- 
seerse en el juicio de garantías, con fundamento en los artículos 40. 
y 73, fracción XVIII de la Ley de Amparo, 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO 

Amparo directo 312/90. Emilio Santos Trejo. 14 de junio de 1990. Unani- 
midad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretaria: 
María Concepción Alonso Flores. 

Amparo directo 277/91. Federico García Correa y otro. 22 de mayo de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mandujano Gordillo. Secre- 
taria: Julieta María Elena Anguas Carrasco. 

Amparo directo 20/92. Efraín Acevedo Salazar. 23 de abril de 1992. Una- 
nimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretario: 
Francisco Javier Rebolledo Peña. 

Amparo directo 216/93. Víctor Manuel Medrano Rodríguez. 10 de agosto 
de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. Secreta- 
rio: Isaaac Gerardo Mora Moreno. 

Amparo directo 1107/93. Gobierno del Estado de México. 3 de mayo de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. Secretario: 
Alejandro García Gómez. 

EMBARGO, REQUISITO INDISPENSABLE PARA L A  EXISTEN- 
CIA DEL. 

La doctrina es coincidente en el criterio de que el simple señala- 
miento de bienes para embargo no configura ese gravamen, sino que 
es requisito sino qua non la manifestación expresa del ejecutor, de que 
los bienes designados quedan sujetos a la traba. Tal criterio encuentra 
bases firmes en el derecho positivo mexicano, puesto que, verbigracia, 
los artículos 521 y 522 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Jalisco estatuyen, básicamente, el primero, que el derecho 
de dsignar los bienes que han de embargarse corresponde al deudor, y 
sólo que éste se rehúse a hacerlo o que esté ausente, podrá ejercerlo 
el actor o su representante; y, el segundo, que éste o aquél pueden se- 
ñalar los bienes que han de ser objeto del secuestro, prevenciones de 
las que se aprecia claramente la distinción entre la designación de bie- 
nes sobre los cuales ha de recaer la traba, y el embargo propiamente 
dicho a que alude la doctrina, que consiste en la declaratoria hecha 
por el ejecutor, de que los bienes designados quedan sujetos a la tra- 
ba, declaración sin la cual no hay embargo. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL TERCER CIRCUITO 

Recurso de rivisión 337/86. María Eugenia Nuño Mpez 12 de febrero de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco José Dominguez Ramírez. 
Secretario: Héctor Flores Guerrero. 

Recurso de revisión 257/89. Carolina Almaraz Mpez. 21 de septiembre de 
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco JosC Domínguez Ramírez. 
Secretario: Federico Rodríguez Celis. 

Amparo directo 84/92. JosC Guadalupe Martínez González. 4 de junio de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco José Domínguez Ramirez. 
Secretaria: Maria de Jesús Ramírez Diaz. 

Amparo en revisión 717/93. Ignacio Toscano Ramírez. 3 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arturo Gonzáiez Zárate. Secre- 
tario: Arturo García Aidaz. 

Amparo en revisión 70/94. Salvador Orozco Orozco. 4 de mano de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Arturo González Zárate. Secretario: 
JosC Luis Fernández Jaramillo. 

LITZSCONSORCIO PASIVO NECESARIO. DEBE ESTUDIARSE DE 
OFICIO. 

Si como lo refiere la doctrina, "El litisconsorcio necesario, tiene lu- 
gar aunque la ley no lo establezca expresamente, en los siguientes ca- 
sos: Cuando se ejercitan acciones constitutivas que tengan por objeto 
constituir un nuevo estado de derecho que sólo puede existir legalmente 
con relación a diversas personas.. . cuando se demanda.. . la nulidad 
de los acuerdos tomados por varias personas.. ." (Diccionario de Dere- 
cho Procesal Civil de don Eduardo Pallares, cuarta edición, 1963, pági- 
na 504), es incuestionable que encaja precisamente en esa figura, el 
caso en que se demanda la nulidad de un acuerdo (una compraventa) 
concertado entre varias partes, sin oír a una de ellas. Luego, si el efec- 
to del litisconsorcio pasivo necesario, es el de que sólo puede haber una 
sentencia para todos los litisconsorles, está claro que el Tribunal de 
alzada está en posibilidad de realizar oficiosamente el examen corres- 
pondiente. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL TERCER CIRCUITO 

Amparo directo 290/88. María de la Luz Escamilla Rodríguez. 16 de agos- 
to de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Figueroa Cacho. Secretario: 
Roberto Macías Valdivia. 

Amparo directo 523/90. Laura Elena Díaz Prieto. 23 de agosto de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Hidalgo Riestra. Secretaria: María 
Elena Ruiz Martínez. 

Amparo directo 943/92. Otilia Ramírez Murillo viuda de Martínez. 9 de 
diciembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: María de los Angeles E. 
Chavira Martínez. Secretaria: Martha Muro Arellano. 

Amparo directo 760/93. Benjamín Castellanos Barboso. 14 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julio Ibarrola González. Secretario: Luis 
Bosco Gutiérrez Rodríguez. 

Amparo directo 226/94. María Natividad Mancilla Valdez. 21 de abril de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: María de los Angeles E. Chavira Mar- 
tínez. Secretario : Luis Rubén Baltazar Aceves. 

PRUEBA PERICIAL. TIENE VALOR AUNQUE EL PERITO CA- 
REZCA DE ESTUDIOS DE POSGRADO. 

Para que un perito emita su opinión técnica, basta que cuente con 
los conocimientos necesarios sobre la materia que dictamine, y, en su 
caso, con la autorización que reglamente la ley, según lo establece el 
artículo 822 de la Ley Federal del Trabajo; luego, la falta de especia- 
lidad específica sobre el aspecto que verse la prueba, no afecta el valor 
de la apreciación externada por el perito, en tanto que, no es el he- 
cho de haber cursado o no un posgrado lo que determina 13 eficacia 
probatoria de su dictamen, sino que la misma depende de los conoci- 
mientos técnicos o científicos que el diestro tenga sobre la materia y 
se reflejen en las consideraciones expuestas al emitirlo, que son preci- 
samente las que originan que la Junta, en uso de la facultad soberana 
que tiene para apreciar la prueba pericia1 que ante ella se rinda, le 
conceda o niegue valor probatorio. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO 

Amparo directo 373/92. Instituto Mexicano del Seguro Social. 9 de sep- 
tiembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro 
Hidalgo. Secretario: Eugenio Isidro Gerardo Partida Sánchez. 
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Amparo directo 538/92. Instituto Mexicano del- Seguro Social. 7- de octubre 
de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. 
Secretario: Jorge Humberto Benítez Pimienta. 

Amparo directa 205/93. Instituto Mexicano del Seguro Social. 23 de junio 
de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martinez. Secretario: 
Miguel Angel Regalado Zamora. 

Amparo directo 234/93. Instituto Mexicano del Seguro Social. 30 de junio 
de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José de, Jesús Rodríguez Martínez. 
Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 

Amparo directo 40/94. Institúto Mexicano del Seguro Social.. 4 de mayo de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martina Secretario: Cons- 
tancio Carrasco Daza. 

A R T f C U L O  56 DEL C d D l G O  PENAL PARA ,EL DISTRITO FE- 
DERAL EN MATERIA DE FUERO COMÚN, Y PARA TODA LA 
REPÚBLZCA EN MATERIA DE FUERO FEDERAL. A' QUIEN 
CORRESPONDE APLICARLO, DE ACUERDO CON EL ESTADO 
QUE GUARDE LA CAUSA RESPECTIVA. 

El artículo 56 del Código Penal para el Distrito Federal en Materia 
de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Fede- 
ral establece, en lo que interesa, que cuando entre la comisión de un 
delito y la extinción de la pena o medida de seguridad entrare en vigor 
una nueva ley, se estará a lo dispuesto en la más favorable al inculpa- 
do o sentenciado, y que la autoridad que esté conociendo del asunto 
o ejecutando la sanción, aplicará de oficio la más favorable. Si a lo 
anterior se aúna que el diverso 553 del código de proceder de la ma- 
teria estatuye en lo conducente que el que hubiese sido condenado por 
sentencia irrevocable y se encuentre en el caso de aplicación de la ley 
más favorable a la que se refiere el aludido Código Penal podrá soli- 
citar del Poder Ejecutivo la reducción de pena o el sobresimiento que 
proceda, sin perjuicio de que dicha autoridad actúe de oficio y sin de- 
trimento de la obligación de reparar los daños y perjuicios legalmente 
exigibles, claro resulta que la obligación de aplicar la ley más favora- 
ble es a cargo de la autoridad judicial de instancia cuando la ley entra 
en vigor antes de que se dicte la sentencia definitiva en la causa co- 
rrespondiente, y el del ejecutor de las sanciones en la hipótesis con- 
traria. 
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TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAL PENAL DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO 

Amparo directo 64/94. Rafael Antonio Sifuentes Guevara. 19 de abril de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: 
María de Lourdes Juárez Sierra. 

Amparo directo 78/94. Angel Huerta Morales. 21 de abril de 1994. Unani- 
midad de votos. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secretaria: Juana 
Martha López Quiroz. 

Amparo directo 88/94. Antonio Golpe Xala. 21 de abril de 1994. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secretaria: Juana 
Martha Mpez Quiroz. 

Amparo directo 73/94. Dolores Rojas Carrera y otro. 26 de abril de 1994. 
26 de abril de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y 
Pérez. Secretaria: Leticia L6pe.z Vives. 

Amparo directo 108/94. Luis Enrique Chancellor Garcia. 29 de abril de 
1994 Unanimidad de votos. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secre- 
tario: JosC Luis Rafael Cano Martinez. 

CAREOS. ALCANCE DE LA REFORMA SUFRIDA POR LA FRAC- 
CIóN IV DEL ARTfCULO 20 CONSTITUCIONAL. 

A partir de la reforma sufrida por la fracción IV del artículo 20 
constitucional que entró en vigor el cuatro de septiembre del año en 
curso, el inculpado deberá ser careado en presencia del juez con quie- 
nes depongan en su contra, siempre y cuando previamente lo solicite, 
lo que implica que la celebración del careo dejó de ser obligación legal 
del juzgador, pues éste s610 debe acordarlo a petición de dicho incul- 
pado, ya sea por sí o por conducto de su defensor. 

Amparo directo 368/93. María del Carmen Upez Chávez. 21 de octubre 
de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Se- 
cretaria: Juana Martha Mpez Quiroz. 

Amparo directo 549/93. dscar Rivera Upez. 15 de diciembre de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: Leticia 
López Vives. 

Amparo directo 600/93. Gilberto Hidalgo Arenas. lo. de febrero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretaria: María 
de Lourdes Juárez Sierra. 
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Amparo directo 499/93. Martín G o d e z  Martínez. 29 de mano de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto González Bozziere. Secretaria: Aída 
García Franco. 

Amparo directo 36/94. Mónico Alejandre Valdez. 6 de mayo de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gilberto González Bozziere. Secretaria: Aída Gar- 
cía Franco. 

RETROACTIVIDAD. CUANDO CORRESPONDE AL dRGANO DE 
CONTROL CONSTITUCIONAL RESOLVER SOBRE LA APLICA- 
CZdN DE LA LEY MAS FAVORABLE. 

El juicio de amparo es, en esencia, un medio de defensa cuyo objeto 
es examinar la legalidad del acto reclamado, pues el órgano de control 
constitucional decide si el acto reclamado viola o no garantías indi- 
viduales, y en las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el 
acto reclamado se apreciará tal como aparezca probado ante la auto- 
ridad responsable, no pudiCndose admitir ni tomar en consideración, 
las pruebas no rendidas ante dicha autoridad; asi pues, seria ajeno al 
objeto, esencia misma del juicio de amparo, disponer que se apliquen 
en beneficio del quejoso, las reformas de que hubiera sido objeto de 
la Ley Penal (previendo una pena más aavorable al sentenciado) cuan- 
do tales reformas no estaban vigentes al emitirse la sentencia reclama- 
da, pues la litis en el juicio de amparo consiste en decidir si la senten- 
cia reclamada se dictó conforme a la Ley Penal aplicable, es decir, la 
ley vigente cuando sucedieron los hechos o cuando la sentencia fue 
emitida, siendo de advertir que conforme al articulo 56 del Código 
Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda 
la República en Materia de Fuero Federal, si entre la comisión de un 
delito y la extinción de la pena, surge una nueva ley, ésta deberá apli- 
carse retroactivamente cuando beneficie al inculpado o indiciado y 
corresponde hacer dicha aplicación a la autoridad que conozca del 
asunto; es decir, si no ha concluido el proceso, será el juez o tribunal 
de apelación que conozca de él, quien aplique la nueva disposición 
legal, mientras que si se trata de sentenciados, la aplicación de la mis- 
ma corresponderá al Poder Ejecutivo, encargado de la ejecución de las 
sanciones aplicar la ley más favorable. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO 

Amparo directo 285/93. Roque Robledo Luna. 30 de septiembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Chowell Zepeda. Secretaroi: Juan 
Castillo Duque. , 

Amparo directo 365/93. Juan Espíndola Hernández. 25 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Baltazar Alvear. Secretario: 
José Luis Solónano Zavala. 

Amparo directo 399/93. Emiliano Heriiández Rivera. 13 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Baltazar Alvear. Secretario: José 
Luis Solórzano Zavala. 

Amparo directo 419/93. Celestino Espirio~a Goxdlez. 13 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Baltazar Alvear. SecretaFio: José 
Luis Solónano Zavala. 

Amparo directo 116/94. Javier Antonio de la Cruz Maldonado. 28 de abril 
de 1994, Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Baltazar Alvear. Secreta- 
rio : Francisco Miguel Hemández Galindo. 

SUPLENCIA DE LA QUEJA EN AMPARO EN MATERIA LABO- 
RAL. NO PROCEDE HACERLA EN FORMA ABSOLUTA EN FA- 
VOR DEL TRABAJADOR. 

Del contenido literal del artículo 76 bis, fracción IV de la Ley de 
Amparo, se llega a la concl'usión, que la suplencia de la queja en ma- 
teria laboral es limitada aun cuando el quejoso sea el trabajador, ya 
que del análisis comparativo que se efectúa con la fracción 11 del pro- 
pio numeral que establece la suplencia en materia penal, se obtiene, 
que fue voluntad del legislador otorgarla en forma total en este caso 
y no en aquél, resultando entendibles los motivos que inspiraron la 
norma si tomamos en cuenta que también la Ley Federal del Trabajo 
la limita, según se aprecia de sus artículos 685, 873, Último párrafo, 
878, fracción 11 y 879, segundo párrafo, pues atendiendo siempre al 
principio general de que el proceso laboral se inicia a instancia de par- 
te, se advierte que se adoptan diversas formas en el tratamiento de la 
demanda, que bien pueden reducirse a dos hipótesis, la primera, cuan- 
do dicha demanda es incompleta, en este supuesto, sólo atendiéndose 
a la acción ejercitada y a los hechos expuestos, subsanará el Tribunal 
obrero las prestaciones a que el trabajador tiene derecho y cuya peti- 
ción omitió, es decir, no podrá cambiar la acción o intentar una nue- 
va; en el segundo caso se advierte más claramente la limitante ya que 
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cuando la demanda es oscura, irregular o se intentan acciones contra- 
dictorias, el Tribunal obrero, ni siquiera podrá subsanarla o aclararla 
de motu proprio, sino que requerirá la intervención del trabajador 
para que la regularice, la aclare, la concrete o decida, de libre volun- 
tad, la acción que va a deducir; si precisados los defectos el trabajador 
o sus beneficiarios no la subsanan dentro del termino legal y tampoco 
lo hacen en el periodo de demanda y excepciones, o bien no compa- 
recen al mismo, la Junta deberá, por disposición expresa de la ley, 
tener por reproducida la demanda inicial tal como fue 4ormulada; de 
donde se sigue, que la propia compilación laboral en cita es limitativa 
en cuanto a la suplencia de la queja y, si la fracción IV del artículo 76 
bis de la ley de la materia, está en conjunción con ella, ya que no sería 
admisible lo contrario, debe concluirse, que existe imposibilidad legal 
de suplir la deficiencia de la queja ante la omisión total de conceptos de 
violación o la de los agravios en los recursos que ,la propia -Ley de Am- 
paro estabIece dirigidos al tema en particular; en el caso a estudio, no 
existe motivo de inconformidad defectuoso, parcial o deficiente, sino 
que se está ante una ausencia total de queja que exonera a los Tribu- 
nales de amparo de la obligación de aplicar dicha suplencia. 

SEGUNDO TRIBUNAL C0,LFGIADO DEL VIGeSIMO PRIMER 
CIRCUITO 

, . , ,  . 

Amparo en revisión 203/93. Eutimio Vázquez Castro. 2 de septiembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: René Silva de los Santos. Secretario: 
Francisco Javier Teodoro Arcovedo Montero. 

Amparo directo 301/93. Galdina Barrera Reyes. 27 de enero de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Martiniano Bautista Espinosa. Secretario: Javier 
Cardoso Chávez. 

Amparo en revisión 108/94. Leonardo Calvo de la Cmz..21 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponentp: Agustín .Ra.íil Juárez Herrera. Secretaría: Gri- 
selda Guadalupe Sánchez Guzmán. 

- .  

hnparo directo, 129&94. ~ a r t h a  Eugenia, ,Yaltierra Preciado. J3 de mayo 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: René Silva de los.$aptos. ,Secreta- 
rio: Francisco Tavier Teodoro Arcovedo Montero. " ,; .- - - . . . . . . ., ~.  aro directo 161/94. Beatriz   ir anda Pacheco, ,2$.,de mayg, de ,1994. 
Unanimidad de %tos. Popente: &rtiniano, Bautista ~spinosa.. Secretano: 
Javier Cardoso Chávez. . , . 
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COMPETENCIA CORRESPONDE CONOCER A U N  JUEZ DE DIS- 
TRZTO DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA UNA 
RESOLUCIdN DICTADA POR UN TRIBUNAL UNITARIO 
AGRARIO, AL RESOLVER UN RECURSO DE INCONFORMIDAD. 

Acorde a lo dispuesto por los artfculos 44 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, en relación con el precepto 46 de la 
Ley de Amparo, los Tribunales Colegiados de Circuito son competen- 
tes para conocer del amparo directo de las sentencias definitivas o re- 
soluciones que pongan fin al juicio, cuando sean dictadas en un juicio 
seguido ante los Tribunales Judiciales, Administrativos o del Traba- 
jo. Sin embargo, si la resolución fue emitida por un Tribunal Unitario 
Agrario en un procedimiento seguido en forma de juicio en términos 
del articulo 30. transitorio de la Ley Agraria, a través del cual resol- 
vió el recurso de inconformidad a que hacía referencia el artículo 432 
de la Ley Federal de la Reforma Agraria (abrogada), interpuesto en 
contra de una resolución pronunciada por la Comisión Agraria Mixta, 
esa resolución, aunque la emitió un Tribunal administrativo. no ema- 
nó de un juicio, sino de un procedimiento seguido en forma de juicio 
ante una autoridad administrativa, como lo es la Comisión Agraria 
Mixta, que no tiene el carácter de Tribunal, ni puso fin a un juicio, 
sino a un recurso de inconformidad promovido contra la resolución 
dictada por la Comisión Agraria Mixta y por lo tanto la competencia 
se surte a favor de un juez de Distrito y no de un Tribunal Colegiado 
de Circuito, de conformidad con lo dispuesto por el articulo 114, 4rac- 
ción 11, de la Ley de Amparo. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO TERCER CIRCUITO 

Amparo directo 431/93. José Manuel Bamos Reyes. 9 de septiembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Arroyo Moreno. 
Secretaria: Lourdes Mierva Cifuentes Bazán. 

Amparo directo 438/93. Pedro García Macías. 9 de septiembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto Pérez Herrera. Secretario: Salvador 
Fernández León. 

Amparo directo 451/93. José Luna Cadillo. 9 de septiembre de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Herminio Huerta Díaz. 

Amparo directo 452/93. Jesús González García. 9 de septiembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Arroyo Moreno. Secreta- 
ria: Lourdes Minerva Cifuentes Bazán. 
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Amparo directo 558/93. Antonio Castro Acuña. 14 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Herminio Huerta Díaz. Secretario: Clemente 
Dávila Carrera. 

AGOSTO 

PLENO 

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE. LOS TRIBUNA- 
LES COLEGIADOS ESTAN FACULTADOS PARA MODIFICAR L A  
ESTABLECIDA CON ANTERIORIDAD AL 15 DE ENERO DE 
1988, CUANDO VERSE SOBRE CUESTIONES QUE SEAN DE SU 
COMPE TENCZA EXCL USZVA. 

De lo dispuesto por el artículo sexto transitorio del Decreto por el 
que se reformó y adicionó la Ley de Amparo, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación de 5 de enero de 1988, que entr6 en vigor el 
15 del mismo mes y año, se desprende que los Tribunales Colegiados 
de Circuito pueden interrumpir la jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, pero esta facultad s610 pue- 
den ejercerla respecto de jurisprudencias que hubiesen sido establecidas 
hasta esta idtima fecha y cuando versen sobre cuestiones que sean de 
la competencia exclusiva de los Tribunales Colegiados, esto es, que se 
refiera a temas respecto de los cuales no sea competente de modo di- 
recto la Suprema Corte de Justicia, aunque pueda llegar a conocer 
de ellos en virtud del ejercicio de su facultad de atracción. 

Contradicción de tesis 15/93. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegia- 
do en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 29 de junio de 1994. Unani- 
midad de quince votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lour- 
des Ferrer Mac Gregor Poisot. 

El Tribunal Pleno en su sesión privada del martes dos de agosto de mil 
novecinetos noventa y cuatro asignó el namero 26/1994 a esta tesis de juris- 
pxudencia aprobada en la ejecutoria dictada por el Tribunal Pleno el veinti- 
nueve de junio de mil onvecientos noventa y cuatro, al resolver la contradic- 
ción de tesis número 15/93. México, Distrito Federal, a tres de agosto de mil 
novecientos noventa y cuatro. 
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SEGUNDA SALA 

SUPLENCIA DE LA QUEJA. OPERA CUANDO EL QUEJOSO Y 
TERCERO PER JUDZCADO SON EJZDA TARZOS. 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 225, 226 y 227 de 
la Ley de Amparo, en los juicios en materia agraria en que una de las 
partes sea un ejidatario, debe suplirse la deficiencia de los conceptos 
de violación y de los agravios; recabarse de oficio las pruebas que pue- 
dan beneficiarlo y acordarse las diligencias necesarias para precisar 
sus derechos agrerios, así como la naturaleza y efectos de los actos re- 
clamados. Ello, con independencia de que si las partes quejosa y ter- 
cero perjudicaba estén constituidas por ejidatarios, dado que la fina- 
lidad primordial de la tutela es la de resolver, con conocimiento pleno 
la controversia, y no únicamente colocarlos en una situación de igual- 
dad procesal durante la .tramitación del juicio de garantías. De tal 
manera que en los casos en que dos ejidatarios tengan el carácter de 
quejoso y de tercero perjudicado respectivamente, deberá suplirse la 
deficiencia de la queja, sin que ello implique una asesoría técnico- 
jurídica en favor de-una parte y en detrimento de otra. 

Contradicción de tesis 501/93. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito. 
4 de julio de 1994. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Carlos de Silva 
Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: César Thomé 'Gonzáilez. 

Tesis de Jurisprudencia 12/94. Aprobada por la .Segunda Sala de este alto 
Tribunal, en sesión privada de doce de julio de mil novecientos noventa y 
cuatro, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Presidente 
Atanasio González Martínez, Carlos de Silva Nava, José Manuel Villagordoa 
Lozano y Noé Castañón León. Ausente: Fausta Moreno Flores. . 

. . 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 

CUARTA SALA 

COMPETENCIA LOCAL. EMPRESAS QUE ACTOAN P O R  AUTO-  
RIZACZdN ADMZNSTRATZVA Y N O  POR CONCESIdN FEDE- 
RAL.  SE DEBE ATENDER A L  CRITERIO MATERIAL.  

Ha sido criterio constante de esta Suprema Corte de Justicia que de 
acuerdo con lo dispuesto por el articulo 123, apartado " A ,  fracción 
XXXI, inciso b), subinciso 2, de la Constitución Política de los Esta- 
dos Unidos Mexicanos, para estimar surtida la competencia federal no 
basta que la empresa que sea parte en el juicio esté sometida a algún 
sistema de control estatal federal, como seria el de autorización admi- 
nistrativa, sino que es preciso que opere por virtud de una concesión 
federal. Para establecer si se actualiza este supuesto debe atenderse, más 
que a la designación formal del título otorgado a la empresa, a la na- 
turaleza de su régimen jurídico, pues mientras en la concesión se trans- 
fiere a un particular el ejercicio de una actividad cuya titularidad es 
del Estado, a fin de que lo auxilie en su realización, en la autorización 
administrativa se regula el ejercicio de cierta actividad del particular 
que, no obstante ser una man'ifestación de su libertad individual, debe 
Eontroiarse sblo parahacirla compkble con el interés general y el oí-- 
den público e impedir las consecuenkias dañoias de su ejercicio irres- 
tricto. Así, la jÚrisdicci6n federal se justifica en el caso de la ;once. 
sión, porque con el conflicto pueden afectarse ,actividades propias del 
Estado, riesgo que no existe en el de la autorización, ,pues ésta recae 
sobre actividade; que en estricto sentido corresponden al ámbito de Jos 
particulares. , S  . :  , , , 

Competencia 168/90. Entre la Junta Especial Número Cuarenta y Tres de 
la Federal de Conciliación y Arbitraje y la Junta Local de Conciliación y 
Arbitraje en el Estado de Guerrero. 12 de noviembre de 1990. Cinco votos. 
Ponente: Juan Dfaz Romero. Secretaria: Adriana Campuzano dt Ortiz. . ' 

Competencia 54/91. Entre la Junta ~ s ~ e c i a l  Número 'catorce de la Fede- ' 
ral de Conciliación y Arbitraje y la Junta.Especia1 Número 'Cihco de la Local 
de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal. 7 de octubre de ,1991. Cinco 
votos. Ponente: Carlos García Vázquez Secretaria: Guadalupe Cuetw Mar- 
tínez. - . , .  
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298 JURISPRUDENCIA 

Competencia 263/91. Entre la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del 
Estado de Aguascalientes y la Junta Especial Número Catorce de la Federal 
de Conciliación y Arbitraje. 16 de marzo de 1992. Cinco votos. Ponente: José 
Antonio Llanos Duarte. Secretario: Abraham S. Marcos Valdés. 

San Luis Potosí. lo. de julio de 1992. Cinco votos. Ponente: Car- 
los Garcéa Vázquez. Secretario: Elías Alvarez Torres. 

Competencia 150/94. Entre la Junta Especial Número Catorce de la Fede- 
ral de Conciliación y Arbitraje y la Junta Especial Número Cinco Bis de la 
Local de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal. lo. de agosto de 1994. 
Cinco votos. Ponente: Juan Diaz Romero. Secretario: Raúl Alberto Pérez 
Castillo. 

Tesis de Jurispmdencia 29/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada del ocho de agosto de mil novecientos noventa y 
cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio Magaña 
Cárdenas, Felipe Mpez Contreras, Juan Diaz Romero, Carlos García Vázquez 
y José Antonio Llanos Duarte. 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION. CUANDO PUEDE CO- 
NOCER DE LA INCONSTITUCIONALZDAD DE UN ACTO AD- 
MINISTRA T I  VO. 

La jurisdicción contenciosa-administrativa adoptada en el sistema 
mexicano por influencia de sistemas jurídicos o extranjeros, principal- 
mente el francés, corresponde a la imperiosa exigencia del Estado con- 
temporáneo de preservar la legalidad de la actuación administrativa, 
esto es, el sometimiento de las autoridades adminhtrativas a las leyes 
emanadas del Poder Legislativo por ser éstas la fuente directa de la 
validez y legitimidad de su actuación. Por ello, la jurisdicción del Tri- 
bunal Fiscal de la Federación es de naturaleza ordinaria y no tiene 
como propósito fundamental otro distinto del de salvaguardar y con- 
trolar la legalidad de los actos administrativos. Dado que la legalidad 
de los actos administrativos está elevada en nuestro país al rango de 
garantía individual por efecto de los artículos 14 y 16 constitucionales, 
se explica que en repetidas ocasiones se haya predicado el deber de las 
Salas Fiscales de conocer inclusive de irregularidades planteadas como 
violaciones a preceptos constitucionales. Sin embargo, como puede ates- 
tiguar la tesis jurisprudencia1 de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación visible con el número trescientos veintidis de 
la Tercera Parte del último Apéndice al Semanario Oficial de la Fede- 
ración con el rubro de "TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
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JURISPRUDENCIA 299 

FACULTADES DEL, PARA EXAMINAR LA CONSTITUCIONALI- 
DAD DE UN ACTO ADMINISTRATIVO", y los precedentes que le 
dieron origen, la inconstitucionalidad de los actos administrativos de 
que puede conocer este Tribunal, es la derivada de la inobservancia 
de las formalidades esenciales del procedimiento a que se refieren los 
artículos 14 y 16 constitucionales, en cuanto configura la causal de 
anulación prevista en la actual fracción 11 del artículo 238 del Código 
Fiscal vigente. En suma, la jurisdicción del Tribunal Fiscal en térmi- 
nos de las causales de anulación previstas en el numeral antes citado, 
está constreñida a la materia de legalidad, aunque ésta se refleje en 
todos los casos en una violación a las garantías constitucionales men- 
cionadas, de allí que su competencia no pueda extenderse al grado de 
obligarlo a conocer de violaciones a otra clase de garantías de la Carta 
Suprema, ni siquiera cuando tales infracciones se atribuyen no a una 
ley sino a un acto administrativo, pues ello significaría investir10 de 
facultades propias del sistema de control de la constitucionalidad, de las 
que desde luego carece al tenor de los articulas 103, 104 y 107 de la 
Constitución. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 413/89. Hospital Santelena, S. A. 27 de abril de 1989. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: 
Adriana Leticia Campuzano Gallegos. 

Amparo directo 513/89. Edificios y Estructuras, S. A. de C. V. 23 de mayo 
de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Lanz Cárdenas. Secreta- 
rio: Juan Carlos Cruz Raza 

Amparo directo 153/93. Video Bruguera, S. A. de C. V. 11 de febrero de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Se- 
cretario: Jesús García Vilchii. 

Amparo directo 53/94. Industria Mexicana de Personal, S. A. de C. V. 
16 de mano de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora 
Pimentel. Secretaria: Rosalba Beceml Velázquez. 

Amparo directo 23/94. Densimetros Robsan, S. A. de C. V. 25 de mano 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Secretaria: Rosalba Becerril Velázquez. 
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CONCEPTOS DE VZOLACZóN. 

Los conceptos de violación constituyen la manifestación razonada 
que el quejoso debe expresar en contra de los motivos y fundamentos 
de la sentencia reclamada, estableciendo la contravención que a su 
criterio exista entre los actos desplegados por la autoridad responsable 
y las garantias constitucionales que estima violadas, reclamando de esa 
manera, ante la potestad federal, la violación a tales garantías por la 
resolución impugnada. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 727/88. Mobiliario Especial de Madera para Oficina S. A. 
de C. V. 29 de abril de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: José Joaquín 
Herrera Zamora. Secretario: Manuel Baraibar Constantino. 

Amparo directo 1312189. Hilaria Manríquez Jiménez: ,16 de mayo de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Joaquín Herrera Zamora. Secretaria: 
Herlinda Baltierra Espinola. 

Amparo directo 5001/92. Eduardo Tovar Luna. 30 de septiembre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Joaquin Herrera Zamora. Secretaria: 
María Esther Rodríguez Juárez. 

Amparo .direct~ 5673/92. María del ,Carmen Edith Torres Garrido. 30 de 
octubre de 1992. Unanimidad de voto$. Ponente: Jos/, Joaquín Herrera Z,amo- 
m. Secretaria: María Esther Rodríguez Juárez. 

Amparo directo 6952/92. José Gerardo Rojo Lizardi. 15 de ,enero ,de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joesé Joaquin Herrera Zamora.. Secretaria: 
María Esther Rodríguez Juárez. 

JUECES DE DISTRITO. SUS SENTENCIAS NO ;SON .VIOLATO- 
RfAS DE LA.S GARA,NTfAS ZNDZVZDUALES. 

Al no actuar el juez dé Distrito como autoridad responsable; 'Sino 
como órgano d e  control constitucional, jurídicamente es inadmisible 
que con sus sentencias violen garantías indiv5duales a 'la parte recu- 
rrente y, en esas condiciones, sus'ientencias solamente deben ser .exa- 
minadas a la luz de los requisitos que para dictarlas exige la Ley de 
Amparo. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 

Amparo en revisión 732/89. Francisco Morales Segura. 29 de septiembre 
de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Ignacio M. Cal y Mayor Gutiérrez. 
Secretaria: Eleonora Munllo Castro. 

, Amparo ,en revisión 664/92. Juan Pérez Pérez. 15 de mayo de 1992. Unani- 
midad de votos. Ponente: José Joaquh,Herrera Zamoqa. Secretario: Raúl E. 
Nava Alcázar. 

Amparo en revisión 1756/92. Pilar Corona. 16 de noviembre de 1992. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Joesé Joaquín Herrera Zamora. Secretario: Raúl 
E. Nava Alcázar. 

Amparo en revisión 602/94. Marco Antonio Piñón Doniz. 29 de abril de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Islas Domínguez. Secre- 
tario: Alberto Miguel Ruiz Matias. 

Amparo en revisión 732/94. César Femández Rodríguez y sucesión a bienes 
de Cékir Feniández Paredes. 16 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Victor Manuel Islas Domínguez. Secretario: Alberto Miguel ' Ruiz 
Matías. 

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE CONFIANZA. 
ESTE CARACTER NO SE DETERMINA POR LA DENOMINA- 
CIóN QUE DEL PUESTO SE HAGA EN EL NOMBRAMIENTO 
RESPECTIVO. 

La condición de empleado de confianza no se determina por la de- 
nominación que a un puesto se le dd en el nombramiento respectivo, 
sino por la naturaleza de la función desempeñada o de las labores que 
se le encomienden, las que deben estar dentro de las que se enumeran 
como de confianza por el artículo 5 9  de la Ley Federal de los Traba- 
jadores al Servicio del Estado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 8542/89. Enrique Valenzuela Alonso. 7 de marzo de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Bonilla Solís. Secretario: Mario Augus- 
to Herrera Hemández. 

Amparo directo 5692/90. Instituto Mexicano del Seguro Social. 11 de sep- 
tiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Catalina Pérez Bárcenas. 
Secretaria: Lidia Beristáin Gómez. 
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Amparo directo 9312/92. Adriana Orozco Mpez. 9 de septiembre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Bonilla Solíis. Secretario: Mano 
Augusto Herrera Hemández. 

Amparo directo 9782/92. Cariño Delgadillo Martinez. 9 de octubre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: César Esquinca Muñoa. Secretaria: Lidia Be- 
ristán Gómez. 

Amparo directo 4552/94. Secretario de Hacienda y CrCdito Público. 27 de 
mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Bonilla Solís. Secre- 
tario: Juan Antonio Avila Santacruz. 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO. PROCEDENCIA DE LA APLICA- 
CIdN SUPLETORIA DE LA.  A L A  LEY FEDERAL DE LOS TRA- 
BAJADORES A L  SERVICIO DEL ESTADO. 

Si la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado fue 
promulgada por decreto publicado el veintisiete de septiembre de mil 
novecientos sesenta y tres, y en su articulo 11 dispuso que en lo no 
previsto expresamente por la misma o disposiciones especiales, se apli- 
caría en su orden la Ley Federal del Trabajo, el Código Federal de 
Procedimientos Civiles, las leyes del orden común, la costumbre, el uso, 
los principios generales del derecho y la equidad; y el articulo de la 
ley comentada no ha sido reformado; debe concluirse que en él se ex- 
presó la voluntad del legislador de suplir lo no previsto en su ley con 
las normas de la entonces en vigor Ley Federal del Trabajo de dieci- 
ocho de agosto de mil novecientos treinta y uno, las que por efecto 
de la supletoriedad así ordenada quedaron incorporadas a la Ley Fe- 
deral de los Trabajadores al Servicio del Estado de 1963; pero esa 
indicación de supletoriedad no significa propósito legislativo de ligar 
permanentemente la Ley Reglamentaria del apartado B del articulo 
123 constitucional a modificaciones ulteriores que surgieran del desa- 
rrollo evolutivo de las normas reglamentarias del apartado A del mismo 
artículo constitucional, porque ello implicaría desconocer las dife- 
rencias especificas entre las fuentes reales de dos ordenamientos jurí- 
dicos; uno para regular las prestaciones de los servicios subordinados 
a patrones sujetos jurídicos privados para beneficio de sus particulares 
intereses; otro, para regular las prestaciones de servicios subordinados 
al patrón, ente público, para beneficio de los intereses sociales gene- 
rales encomendados a éste. Por lo que la supletoriedad de que se trata 
s610 puede significar que el legislador, al establecerla, refirió un con- 
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junto de normas ya existentes como instrumento para completar y 
explicar la significación del que estaba emitiendo en ese momento, pero 
no que el conjunto normativo que estructuraba debiese quedar sujeto 
permanentemente a las modificaciones que, en su propia evolución 
sufran normas de la misma jerarquía legal, cuya existencia y desarrollo 
ulteriores tienen motivos y fines propios, diversos e independientes de 
la normatividad especifica que formula en un momento dado. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
PRIMER CIRCUITO 

Amparo directo 11326/88. Apolinar Suriano Mpez. 16 de enero de 1089. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretario: Óscar 
Castañeda Batres. 

Amparo directo 7296/92. Rafael Mpez Sánchez. 13 de agosto de 1992. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: Estela Jasso 
Figueroa. 

Amparo directo 4556/93. Federico Diaz Márquez. 18 de junio de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretario: Víctor 
Ruiz Contreras. 

Amparo directo 8496/93. Martha Muñiz Martínez. 16 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. secretario: 
Óscar Castañeda Batres. 

Amparo directo 9546/93. Isauro Cano González. 13 de enero de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María 
Eugenia Olascuaga García. 

RETRACTACZóN DE LOS TESTIGOS DE CARGO. 

El juzgador debe estar a la primera de las manifestaciones de los 
testigos de cargo, cuando cerca de éstos no se hace sentir el consejo 
técnico del abogado defensor o de los familiares del acusado, quienes 
con el propósito de mejorar la situación jurídica de éste, determinan 
a los sujetos del testimonio y a este Último a alterar la verdad de los 
acontecimientos, logrando que den una versión distinto con el pro@- 
sito de exculpar o atenuar la responsabilidad del acusado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 

Amparo directo 96/92. Miguel Francisco Aragón Zarnorano. 1' de abril de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Adán Gilberto Villarreal Castro. Secre- 
tario: Arturo Ortegón Gana. 
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Amparo directo 396/92. José Rubio Cruz. 7 de octubre de 1992. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: David Guerrero Espriú. Secretaria: Edna María Na- 
varro García. 

Amparo directo 124/93. Santiago Casillas Enríquez. 17 de mano de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cmz. Secretario: Eduardo 
Anastasio Chávez García. 

Amparo directo 239/93. Miguel Angel Mejía Soto. 16 de junio de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretario: Juan Car- 
los Luque Gómez. 

Amparo directo 228/94. Artemio Redondo Valle. 28 de abril de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretario: Eduardo h a s -  
fasio Chávez Garcia. 

EJZDATARZOS, ASPIRANTES A. TERMINO PARA INTERPONER 
AMPARO. 

Conforme al artículo 218 de la Ley de Amparo, el término para in- 
terponer la demanda de garantías será de 30 dias cuando se trate de 
actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios 
o comuneros, sin afectar los derechos y régimen jurídico del núcleo de 
población al que pertenezcan, en consecuencia, aunque en la especie 
el amparo impetrado por quien reclamó el reconocimiento de derechos 
ejidales que correspondieron al de cujus, constituye un juicio consti- 
tucional de naturaleza agraria, al tratarse el quejoso de un 'aspirante 
a ej'idatario que no tiene aún derechos individuales reconocidos o 
constituidos y, por ende, no pertenece legalmente al núcleo de pobla- 
ción ejidal, la negativa a reconocerle los derechos reclamados, en el 
dictado de la sentencia impugnada, no puede ser combatida a través 
del juicio de amparo conforme a la regla de excepción prevista en el 
numeral 218 en estudio, sino que debe hacerse dentro del término de 
quince días a que se refiere el artículo 21 de la Ley de Amparo. E4ec- 
tivamente, quienes pertenezcan a la clase campesina y pretendan dere- 
chos ejidales o comunales, les es aplicable, para efecto de la interpo- 
sición del juicio de garantías, el mencionado numeral 21, ya que esa 
fue la intención del legislador, al redactar como lo hizo, el analizado 
artículo 218, es decir, de haberse deseado por aquél que el término 
de treinta días a que se refiere este último precepto legal, se hiciera 
extensivo a los aspirantes a algún derecho ejidal o comunal, así lo 
hubiera considerado expresamente. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 

Amparo directo 513/93. Rogelio Molina Olivas. 23 de noviembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo, Eivas Pérez. Secretario: Ernesto En- 

, cifias Villegas. , ' 

Amparo directo 644/93. Leoncio Samaniep Willes. 12 de enero de 1991. 
, vnanimidad de votos. Ponente: Ricardo Riyas Pérez. Secretaria,: Rosenda 
' Tapia Garcia.' 

Amparo directo 59/94. Luz Elena Enríquez Enrlquez: 24 &e febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretario: 
Eduardo Anastacio Chávez Garcia. , 3 , '  
- ,  . . . 

, , 
. . 

Amparo directo 208/94. Petra Gutiérrez Chávez. 4 de mayo de 1994. UWL 
nimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretaroi: Eduardo Anas- 
tacio Chávez Carda. 

$ 1  , - .  - 
, . <  , 

. . 

, , Amparo directo 285/94, Manuel Morales Saavedra. 1.5 de julio c!e 1994; 
Unanimidad de votos. Ponente : Genaro. Rivera. Secretario : Ramón Parra 
López. . , ,  

. . 

R E V I ~ Z O N  PENAL. ES DE FSTRICTO DERECHO SI LA AUTO- 
RIDAD RESPONSABLE HACE VALER. 

, '  El recurso de revisión interpuesto por la autoridad responsable, aun 
cuando derive de un juicio de garantías de naturaleza penal, es de 
estricto derecho, por no estarse dentro de ninguno de los supuestos 
que de conformidad con el articulo 76 bis, párrafo tercero, de la Ley 
de Ampara, permiten suplir la deficiencia de la queja; en consecuen- 
cia, los agravios de dicha autoridad deben combatir expresa y directa- 
mente todas y cada una de las violaciones a las leyes de fondo y de 
forma en que se hubiese incurrido en el fallo impugnado, sin que el 
Tribunal Colegiado pueda subsanar niriguna irregularidad o deficien- 
cia de esos agravios. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 520/91. Candelario Mora Vélez. 26 de noviembre de 
199 1. Unanimidad de votos. Ponente : Gustavo Calvillo Rangel. Secretario : 
Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 327/93. Víctor Manuel Martínez Lizaola. 19 de agosto 
de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vi- 
cente Martínez Sánchez. 
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Amparo en revisión 347/93. Manuel Saldivar Soria. 27 de agosto de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rngel. Secretario: Humber- 
to Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 523/93. Gabriel Sacramento Camacho Olvera. 28 de 
octubre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo en revisión 471/93. Raúl Zepeda de la Rosa. 29 de octubre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

TESTIGOS E N  MATERIA AGRARIA, OFRECIDOS P O R  CAMPE- 
SINOS. 

Si los oferentes de la prueba testimonial en  el  juicio de garantías son 
individuos de  los mencionados por el artículo 212 de la  Ley de Ampa- 
ro, el  juez d e  Distrito debió proveer lo  necesario para que  se desaho- 
gara la prueba y n o  declararla desierta, como l o  hizo, por n o  haber 
sido presentados los testigos, haciendo efecto el  apercibimiento respec- 
tivo, pues el articulo 225 del ordenamiento legal aludido establece que  
e n  los juicios d e  amparo en materia agraria deben tomarse en  cuenta 
n o  sólo las pruebas que aporten sino también aquellas que  puedan 
beneficiarles, las cuales deberá recabar de  oficio l a  autoridad judicial, 
y, por otra parte, el  apercibimiento se hizo en  el  auto que  admitió la 
prueba, sin embargo, en  materia agraria n o  procede apercibir en el 
mismo auto de  admisión d e  pruebas, tal apercibimiento sólo se justi- 
ficaría en el caso de  que  hayan sido varios los requerimientos a la 
oferente para que  presentara a sus testigos y a pesar de  ello n o  cum- 
pliera. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 105/90. Liboria Perea Méndez y otro. 30 de mayo de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente 
Martínez Sánchez. 

Amparo en revisión 215/92. Juan Zayas Sandoval. 28 de mayo de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando 
Cortés Galván. 

Amparo en revisión 408/92. Martina Hemánde~ viuda de Espinoza. 10 de 
septiembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Se- 
cretario Vicente Martínez Sánchez. 
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Amparo en revisión 381/92. Ventura Zúñiga Zúñiga. 10 de noviembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: 
Nelson Loranca Ventura. 

Amparo en revisión 593/92. Juan Zayas Sandoval. 4 de noviembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secretario: Raúl 
Angulo Garfias. 

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA 
PENAL, LfMZTES DE LA. 

Si bien el juez de Distrito tiene la dacultad de suplir la deficiencia 
de la queja en términos del articulo 76 bis, fracción 11 de la Ley de 
Amparo, tal facultad se constriñe a la mera suplencia d e  argumentos 
no expresados en la demanda de garantías, o en su caso, en el escrito 
de revisión, es decir, se reduce al perfeccionamiento de conceptos de 
violación o ,de agravios, llegando al grado de esgrimirlos a pesar de que 
en la demanda o en el escrito de revisión hubiera ausencia de unos u 
otros; pero tal suplencia no llega al extremo de recabar pruebas de ofi- 
cio y mucho menos a declarar la inconstitucionalidad de un auto de 
formal prisión sin prueba alguna. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 383/91. Filiberto Javier Herrera Muñoz. 27 de agosto 
de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo RangeL secretario: 
José Mario Machorro Castillo. 

Amparo en revisión 13/92. Raúl Cariño Martínez y otra. 18 de febrero de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: 
Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo en revisión 468/92. Roberto Amador Vargas y otro. 30 de septiem- 
bre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. secretario: 
Armando Cortés Galván. 

Amparo en revisión 323/93. Armando Papaqui Rodríguéz. 8 de julio de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 622/93. Marcelino Gutiérrez Lara y otro. 12 de enero 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. 
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3 08, JURISPRUDENCIA, 

MEDIDAS ,DE AP&EMIO. LOS JUECES N O  ESTAN OBLIGADOS 
A SEGUIR UN :ORDEN PARA .XPLIG$RLA.S (LEGISL.AGZON DEL 
ESTADO DE PUEBLA). 

. , , / '  ' ' ,  , '  ' ,  

. . , , 

El articulo 79 del Código de Procedimientos Civiles !#del Estado de 
Puebla, no obliga al juez a seguir un orden en la aplicación de las me- 
didas -de a~remi;, en "irttd dé" $U' imposición es una &cultad did, 
crecional del funcionario para aplicarlas en la forma. en que estime 
pertinente de acuerdo a la importancia del caso, de ahí que, aun cuan- 
di, egistiera- Úna circitlar dé1 ~ribhal"$4uperior de Justicia qúe orde- 
nara seguif un orden en su aplicaciófi, dado que, las circulates sólo 
constituyen meros actos administrativos, 'tendientes a cumplir ,la ley,. no 
tienen di  carácter de;: disposiciones legales. y por .k lb  carecen de ,fuerza 
legal p p ,  derogar los -derechos estab&ecidas, por las ,leyes. De,'ahique 
aun chándo .existiera, [la circular que se menciona el -hecho. de que la  
autorida8 responsable no . la.  haya acaéado no implica violaciones de 
ga ran t i~ .  - -  . . , . . . , , . 

, , 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL, SEXTO. CIRCUITO 

Amparo en revisign 237/90. María .Dolores Pérez Torres. 14 de agosto de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Jorge Alberto González Alvarez. 

, Amparo en revisión 314/91. María Elena Zárate Juárez. 6 de agosto de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Caldillo Rangel. Secretario: 
José Mario Machorro Castillo. 

Amparo en reivisión 519/92. dscar de la Sierra Said y otra. 3 de noviembre 
de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. Secreta- 
rio: Guillermo Báez Pérez. 

Amparo en revisión 332/93. Pedro Morales Baltazar y otra. 12 de agosto 
de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Ar- 
mando Cortés Galván. 

Amparo en revisión 21/94. Guillermo Saldívar Femández. 16 de febrero de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
José Mario Machorro Castillo. 
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DEFENSOR, FACULTAD DEL ACUSADO DE ASISTIRSE DE, A 
PARTIR DE LA DETENCI6N. 

La obligación señalada por la fracción IX del artículo 20 constitucio- 
nal, en el sentido del nombramiento de defensor para el acusado, se 
refiere a cuando. éste ha sido ya declarado sujeto a proceso, momento 
en el cual es ineludible la obligación del juez de nombrarle defen- 
.sor, en caso de que aquél no lo haya hecho; mas ,la fa,cukad de asis- 
tirse de defensor, a partir de la detención del inculpado, concierne 
única y exclusivamente a éste, por lo que si no lo tuvo desde el mo- 
mento en que fue detenido, esa omisión es imputable al propio acusa- 
do y no al juez instructor. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo directo 46/91. Fernando Iüawáez Yáñei 19 de mamo de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 

, , 
berto Schettino Reyna. 

Amparo directo 54/93. Felipe Cano Clniz. 4 de mano de 1993. Unanimi- 
dad de votos. Ponente : Gustavo CJvillo Rangel. ,Secretario : Jorge Alberto 
González Alvarez. , - 

, . , ' 

Amparo directo 280/93. Asunción Linar,es Rojas. 7,  de julio .de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José GalvLin Rojas. Secretario: Vicente Martínez 
Sánchez. . ~ 

Amparo directo 426/93. Francisco García Paz. 23 de noviembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Mar- 

, , 

tínez Sánchez. ' 
, .  . , . 

Amparo directo 53/94. Nicolás Piedras Méndez. 2 de mano de 1994.. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. 

. . , , ,, , 

ACTO RECLAMADO, LA CARGA a E  LA PRUEBA DEL. CORRES- 
POlVDE AL QUEJOSO. , . . , /  

, . , , .> , , . ,  . 

, En el juicio de amparo indirecto,, ,la parte quejosa , tiepe la carga 
procesal de ofrecer. pruebas ,para demostrar la violaci6n de garantías 
individuales que alega, ya que, el que interpone yna~.demanda ,de am- 
paro, está obligado a establ,ecqr,..dire~tamente , 

, 
.o nwdiapte el i n f o r v  

de la autoridad responsable la existencia del acto que impugna y, ,a 
justificar, con pruebas, que dicho acto es inconstitucional, aunque, in- 
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cluso, las autoridades responsables no  rindan su informe justificado, 
caso en el cual, la ley establece la presunción de  la existencia de  los 
actos, arrojando en forma total la carga de  la prueba al peticionario 
de  garantías, acerca de  la inconstitucionalidad de  los actos impugnados. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 182/93. Fidel Benítez Martínez. 6 de mayo de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando 
Cortés Galván. 

Amparo en revisión 343/93. Anuncios en Directorios, S. A. de C. V. 19 de 
agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secreta- 
rio: Armando Cortés Galván. 

Amparo en revisión 610/93. Carlos Merino Paredes. 27 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Rarnírez Moguel Goyzueta. Se- 
cretaria: Laura Ivón Nájera Flores. 

Amparo en revisión 48/94. María del Rocío Ortiz Niembro y otro. 15 de 
mano de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel 
Goyzueta. Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores. 

Amparo en revisión 111/94. María Luisa Hernández Hemández. 13 de abril 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secreta- 
rio: Humberto Schettino Reyna. 

DESPIDO, PRESUNCZdN DE SU EXISTENCIA. 

El trabajador que se dice despedido y reclama el  cumplimiento del 
contrato de  trabajo, consistente en  la reinstalación y pago de  salarios 
vencidos, tiene en su favor la presunción de la  certeza del despido, 
presunción que se basa en la consideración de que no  es lógico pensar 
que una  persona que ha  abandonado el trabajo reclame del patrón 
en un  plazo relativamente breve, como es el de un  mes (ahora dos en 
la ley actual) que la ley establece para deducir la acción respectiva, 
que le vuelvan a dar  trabajo; y si bien esa presunción admite prueba 
en  contrario, n o  puede considerarse como tal prueba la que acredite 
que el trabajador dejó d e  prestar sus servicios en  los dias siguientes a 
la fecha en que dijo haber sido despedido, pues lejos de  desvirtuar la 
presunción, su falta de trabajo puede corroborar la existencia del 
despido. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo directo 343/91. Instituto Mexicano del Seguro Social. 3 de Sep- 
tiembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo directo 343/92. Sigma Confecciones, S. A. de C. V. y otros. 17 de 
noviembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Se- 
cretario: Waldo Guerrero Lázcares. 

Amparo directo 22/93. Ayuntamiento Constitucional de Yauhquemecan, 
Tlaxcala. 11 de febrero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto Gonzáiez Alvarez. 

Amparo directo 348/93. Cipriano Pozos Huerta. 27 de agosto de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Al- 
berto González Alvarez. 

Amparo directo 410/93. Miguel Serrano Castillo y otros. 15 de junio de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Cabrera Vázquez. Secretario: 
Enrique Antonio Pedraza Mayoral. 

JUECES DE DISTRITO. NO VIOLAN GARANTfAS CON SUS FA- 
LLOS. 

El juez de Distrito es un órgano que tiene a su cargo el control cons- 
titucional y jurídicamente no puede conculcar garantías individuales; 
en todo caso los preceptos que dejara de observar al emitir su fallo, se- 
rían los relativos a la Ley de Amparo, ordenamiento legal al cual debe 
sujetar su actuación. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 257/88. Pedro Contreras Morales. 24 de agosto de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Jorge 
Núñez Rivera. 

Amparo en revisión 309/88. Jaime Alvarez Diaz. 4 de octubre de 1988. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Alberto González Alvarez. 

Amparo en revisión 357/88. Enrique Salas Carranza. 8 de noviembre de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 340/88. Valentín Pedroza Calvillo y otros. 15 de no- 
viembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario José Mano Machorro Castillo. 
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Amparo en revisión 321/88. Félix Acocal Hueyotlipa. 4 de enero de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Jorge Núñez 
Rivera. 

Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse previamente la 
procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden públi- 
co en el juicio de garantfas. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 51/88: José Pedro Francisco Mogollán Espinoza. 12 de 
abril de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Se- 
cretario: Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 70/88. Alejandrina Ruiz Flores. 13 de abril de 1988. 
Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique 
Crispín Campos Ramírez. 

Amparo en revisión 106/88. Jesús González Moreno y otro. 19 de abel de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: 
Enrique Crispín Campos Ramírez. 

Amparo en revisión 66/88. Unión Serrana, S. A. 4 de mayo de 1988. Una- 
-nimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique Cris- 
pín Campos Ramírez. 

Amparo'directo 170/88. Beatriz García de Bueno. 7 de junio de 1988. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel; Secretario: Jorge Al- 
berto González Alvarez. 

CONCEPTO DE VIOLAC1,dN. EN QUÉ CONSISTE. 

Por concepto de violación debe entenderse la ,expresión de un razo- 
namiento jurídico concreto contra los fundamentos de la sentencia 
xeclamada, para poner de nianifiesto ante esa potestad federal que los 
mismos son contrarios a la ley o a la interpretación jurídica de la mis- 
ma, ya sea porque siendo aplicable determinada disposición legal no 
se aplicó o porque se apliccj sin ser aplicable, o bien porque no se hizo 
una correcta interpretación de la ley, o, finalmente, porque la senten- 
cia no se apoy& en principios generales de derecho aplicables .al caso 
concreto, por lo que al no haber expresado el quejoso verdaderos con- 
ceptos de violación, las alegaciones que hace son inatendibles. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

Amparo directo 141/88. Ruperto Ramirez Díaz. 24 de mayo de 1988. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Al- 
berto González Álvarez. 

Amparo directo 163/88. José R. Ortega. 7 de junio de 1988. Unanimidad 
de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto Gon- 
zález Alvarez. 

Amparo directo 173/88. Sandalio Velasco M e n d ~ a .  7 de junio de 1988. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo directo 236/88. Francisco Jaime Moctezuma Bermúdez. 23 de agos- 
to de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secre- 

, . 
tario: Jorge Alberto González Alvarez. 

, ,  . 
Amparo directo 274/88. Gabriel Luna Neve. 30 de agosto de ,1988. Unani- 

midad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: Guillermo Báez 
Pérez. 

AUTO DE FORMAL PRISZdN. PARA DICTARLO NO' ES OBLI- 
GATORIO OBSERVAR LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO. 

La obligación de observ'ar las formalidades esenciales del prwedi- 
miento es requisito previo para dictar actos privativos de aquellos a 
los que se contrae el articulo 14 constitucional, entre los que no se en- 
cuentran comprendidos los autos de prisión preventiva, dado que los 
mismos constituyen actos de molestia a los que se refiere el 19 dd mis- 
mo ordenamiento. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEPTIMO. 
CIRCUITO 

, < S ' >  

Amparo en revisión 412/93. Juei Primkro'de Primera Instancia de ~ u x b a n ,  
Veracruz. 3 de febrero de 1994. Unanimidad de vdtos: Ponente: ~ i lbe r to  
González Bozziere. -Secretaria: Aída García Franco. , , , , 

Amparo en revisiónll5/94. Juan Carl6s Hernández ~odriguez i otro. 3 de 
mayo de 1994. Unanimidad de votos., Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. 
Secretaria: Leticia López Vives. - , . 

Amparo en ret.isión 124/94. Daniel '~ le jandrs  Sánchez Martínez. 3 de mayo 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Alfonso' Pérez y 'Pérez:' Secre- 
taría: María de Lourdes Juárez Sierra. 
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Amparo en revisión 154/94. Juan Toss Martínez. lo. de junio de 1994. 
Unanimidad de votos: Ponente: Luis Alfonso Pérez y Pérez. Secretana: Ma- 
ría de Lourdes Juárez Sierra. 

Amparo en revisión 132/94. Juez Primero de Primera Instancia de esta 
ciudad. 9 de junio de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gilberto Gonzá- 
lez Bozziere. Secretaria : Aída García Franco. 

CERTIFICACIONES DE VECINDAD. LOS SECRETARIOS DE LOS 
AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO DE MICHOACAN, CARECEN 
DE FACULTADES PARA EXPEDIRLAS. 

Los Secretarios de  los Ayuntamientos del Estado d e  Michoacgn, ca- 
recen de dacultades legales para  expedir certificaciones d e  vecindad, en  

virtud de que el artículo 62 de la Ley Orgánica Municipal de dicho 
Estado, que se refiere a sus facultades 'y atribuciones, no los autoriza 
para extender esa clase de  documentos, máxime si en  ellos no precisan 
l a  fuente d e  la que  recabaron e l  dato sobre el que certifican, ni e n  qué 
consistib la investigación que a l  respecto realizaron, y tampoco acre- 

ditan que ese dato lo hubiesen tomado de expediente, padrones o 
registros que obren previamente en el  Ayuntamiento. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER 
CIRCUITO 

Amparo directo 295/89. Leonor Esther Mpez Ortega. 23 de agosto de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Enrique Castillo Morales. Secreta- 
rio: José Gutiérrez Verduzco. 

Amparo en revisión 276/92. Luis Madrigal Arauza. 29 de septiembre de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Li- 
bertad Rodríguez Verduzco. 

Amparo en revisión 292/92. Ricardo Bolaños Vieyra. 7 de octubre de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretana: Libertad 
Rodríguez Verduzco. 

Amparo en revisión 43/94. Miguel Núñez Chávez y coagraviados. 19 de 
mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Díaz Ponce de León. 
Secretario: Gustavo Solónano Pérez. 

Amparo en revisión 137/94. Francisco Aguilar Gutiérrez. 8 de junio de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Díaz Ponce de León. Secretario: 
Gustavo Solóxzano Pérez. 
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ACTO DE AUTORIDAD DEFICIENTEMENTE FUNDADO Y MO- 
TIVADO. AMPARO CONTRA EL. DEBE OBSERVARSE EL PRIN- 
CIPIO DE DEFINITIVIDAD. 

Es improcedente el juicio de amparo en términos del articulo 73, 
fracción XV, de la Ley de Amparo cuando el quejoso previamente a 
la interposición del juicio de garantías no agote los recursos ordinarios 
que establezcan las leyes contra los actos que combata en el amparo, 
siempre que se suspendan los efectos de dichos actos con la interposi- 
ción del recurso; aun cuando el acto de autoridad haya sido deficien- 
temente fundado y motivado, pues s610 cuando dicho acto carezca 
absolutamente de esos requisitos el gobernado no tendrá obligación de 
hacer valer previamente a la presentación del juicio constitucional los 
medios de defensa ordinarios por desconocer en qué ordenamientos 
legales se apoya el acto y por consiguiente en dónde se encuentran los 
medios de reparación contra los actos de autoridad que le afecten. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 115/94. Blanca Judith Gutiérrez Ramírez. 28 de junio 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Hemández Torres. Secreta- 
ría: Iris Deyanira Valera Chiu. 

Amparo en revisión 118/94. Arturo Zárate Alvarez. 28 de junio de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Hemández Torres. Secretaria: Iris 
Deyanira Valera Chiu. 

Amparo en revisión 121/94. Juan Esparza Hemández. 28 de junio de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Hernández Torres. Secretaria: Iris 
Deyanira Valera Chiu. 

Amparo en revisión 124/94. Jost Arrona Luna. 28 de junio de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Arturo Hemández Torres. Secretaria: Iris Deya- 
nira Valera Chiu. 

Amparo en revisión 130/94. Gabriel Pérez Ramírez. 28 de junio de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Hernández Torres. Secretaria: Iris 
Deyanira Valera Chiu. 
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PRESCRIPCIóN POSI TI  VA EN MA TERZA AGRARIA. SOLO PUE- 
.DE TOMARSE EN CUENTA PARA SU COMPUTO. LA POSESZdN 
QUE SE DETENTA A PARTIR DE LA VIGENCIA DE LA LEY 
AGRARIA. SI EXISTEN EJIDATARZOS O COMUNEROS CON 
DERECHOS AGRARIOS RECONOCIDOS SOBRE LA MISMA UNZ- 
DAD DE DOTACION. 

, Del texto del articulo 48 de la Ley Agraria, vigente a partir del .día 
sigiiiente de su aplicación en el Diario oficial de la Federación, el 
-veintiséis de febrer6 de mil novecientos noventa y dos, se advierte que 
bajo la nueva legislación de la materia, es posible adquirir derechos 
agrarios por prescripci6n positiva, pero de la interpretacih legal de 
'dicho precepto, se advierte que sólo rige; hacia el futuro, resultando 
aplicable exclusivamente a la posesión que se tenga con los requisitos 
'y bajo las condiciones que el citado articulo previene, a partir de1 ini- 
cio de la vigencia de la iey agraria, y no a la posesih que se tenia con 
anterioridad a ella, respecto a predios sobre los que existen derechos 
agrarios réconocidos en favor de un ej'iditario 6 comunéro, pues de lo 
contrario, se estaría aplicando la, ,Ley Agraria de forma retroactiva, en 
perjuicio de estos últimos, lo que seria violatorio de garantías. . , 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO 
, , 

Amparo directo 111/93. Domingo Lira Méndez. 29 de abril de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: María, del Carmen Arroyo Moreno. Secretario: 
Agustín Arroyo Torres. , , '  . . 

Amparo directo 485/93. Rosa Rodríguez Olacio. 23 'de' septiembre de 1993. 
Unanimidad de votos. Ponente: Herminio Huerta Díaz;,,$ecreterio: Clemente 
Dávila Carrera. 

Amparo directo 92/94. Ildefonso Hemández Saldívar y, coagraviados. 10 de 
mano de 1994. Unanimidad de votos., Ponente: Herminio Huerta Diaz. Se- 
cretaria: Rosalía Arguqosa López., , . . , . 

Amparo directo 164/94. Eduardo Ortiz Robles. 25,de harzo''de'4991. Unn- 
nimidad de votos. Ponente: María del Carmen Arroyo Moreno. Secretario: 
José de Jesús Ortega de la Peña. 

Amparo directo 339/94. Ricardo Castorena Flores y otro. 30 de junio de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Herminio Huerta Díaz. Secretario: Da- 
vid Espejel Ramírez 
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- , i  , ,  ' . , ) ' .  ' / '  1 . .  , , , .  

MENORES I ~ F R A  CTORES. COMPETENCIA ' PAR2' CON'OCER 
l - 

DEL' , , ,  AMPARO 'EN MATERIA' FZNAL. ' ' 

. . . , . . ~  . . , . , , S  ' 

, . <  ' ; ,:, < .  . . .  . , < , , ,  ; f t ,  !,., : , . , e  , . ,  

&a Ley para el-.;~ra;t&iento de &Ieno&s 3nEraotw-es para ,el Distrito 
Fedetal vigente, de acuerdo con sbs &fcktlos do. y SO., .tiene por objeto 
reglamentgi- la fuhci6n +l EStXdo "'en la prock+íón ':de lo$ 'deréclios 
de lag persbnas mayores 'de &e, jr nipores de'dieciocho , , ',$os, , ,  cuya c6n- 
du& ionsid~rida- 'coho injfracción asimila a' la que,, se encuentra 
tipificada en las leyes federales y del Distrito Federal como delitos; a 
quienes sus órganos instruyen un procedimiento especial de carácter 
administrativo para resolve,r sobre .su situación jurídica a través de 
actos provisionales y sentencias definitivas de primera y segunda ins- 
tancia, en las que ordenan. la ,aplicación de. m,eddjas que afectas la 
iib$rtad personal de', dichos menores, equip&ando' dicho pTocedimieñ-: 
to al proceso pen,al. que se .sigue para adultos imputables y en ambos 
se deben respetar ias garantías individuales .correspondientes a todo 
juicio penal.~Asimismp, cabe señalar que de acuerdo al articulo 40. de 
la citada ley, se crea el Consejo de Menores como órgano administra- 
tivo desconcentrado de la Secretaria de Gobernación, como autoridad 
que tiene a su cargo la aplicación de las disposiciones contenidas en 
dicha ley, o sea, que el Consejo de Menores del Distrito Federal, aun 
cuando no tiene el carácter de tribunal judicial, actúa como tal al 
aplicar el derecho al caso concreto, es decir, dirime controversias sur- 
gidas con motivo de la aplicación de la ley preindicada y, además, la 
resolución definitiva de segunda instancia, como la que ahora se recla- 
ma, se pronunci6 después de un procedimiento seguido en forma de 
juicio; y respecto de la cual no procede recurso ordinario por el que 
pueda ser modificada o,revocada, en cuyas circunstancias se estima 
que el único medio de impugnación procedente contra ella es el am- 
paro directo o uniinstancial, y que son competentes para conocer del 
mismo los Tribunales Colegiados de Circuito, al tenor de lo dispuesto 
por la fracción V. inciso a), del articulo 107 de la Constitución Polí- 
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 44 y 158 de la Ley de Amparo, 
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y 44, fracción 1, inciso a), d e  l a  Ley Orgánica del Poder Judicial de  l a  
Federación; dado que ya no sería necesario ni conveniente l a  posibili- 
dad  de aportar mayores pruebas de las desahogadas durante el proce- 
dimiento de  instancia. 

Contradicción de tesis 14/93. Entre las sustentadas por los Tribunales Co- 
legiados Primero, Segundo, Tercero y Cuarto en Materia Penal del Primer 
Circuito. 27 de junio de 1994. Mayoría de tres votos en contra de los emitidos 
por los Ministros Samuel Alba Leyva e Ignacio M. Cal y Mayor Gutiérrez. 
Ponente : Ministra Victoria Adato Green. Secretario : Jorge Luis Silva Banda. 

Tesis de jurisprudencia 17/94. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada celebrada el ocho de agosto de mil novecientos 
noventa y cuatro, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros, licencia- 
dos: Presidenta Victoria A d a t ~  Green, Samuel Alba Leyva, Ignacio M. Cal 
y Mayor GutiCrrez y Luis Femández Doblado, ausente la Ministra Clementi- 
na Gil de Lester. 

TERCERA SALA 

REPETZCIóN DEL ACTO RECLAMADO. LOS ACTOS DENUN- 
CIADOS DEBEN INCURRIR EN LAS MISMAS VIOLACIONES Y 
MOTIVOS POR LOS QUE SE OTORGO EL AMPARO. 

La figura de  repetición del acto reclamado requiere q u e  los actos 
denunciados como tales sean idCnticos en  la violación de garantías que 
entrañan a los q u e  se impugnaron en  el  juicio d e  amparo, d e  manera 
tal que se advierta claramente q u e  se están basando en  los mismos su- 
puestos y motivos que  el  juez d e  Distrito tuvo en  consideración para 
otorgar la protección constitucional a la parte quejosa, pues l o  contra- 
rio, es decir, si' los actos denunciados n o  reproducen las caracteristicas 
básicas de los reclamados, deben considerarse como actos diversos, sus- 
ceptibles, en su caso, de impugnarse en  u n  nuevo juicio de  amparo. 

Incidente de inconformidad 4/91. Carlos Vallejo Ramírez. 2 de septiembre 
de 1991. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Guitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Incidente de inconformidad 90/92. Taxi Aéreo Mexicano, S. A. de C. V. 
11 de enero de 1993. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Miguel Montes 
García. Secretario: Ignacio Navarro Rábago. 
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Incidente de inconformidad 11/93. J. Guadalupe Martínez Arenas. 15 de 
mano de 1993. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Miguel Montes García. 
Secretario: Ignacio Navarro Rábago. 

Incidente de inconformidad 52/93. Ana María Pérez Palmeras. 30 de agos- 
to de 1993. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Trinidad Lanz de 
Cárdenas. Secretario : Sabio Pérez García. 

Incidente de inconformidad 56/94. Fidencio Martín Colmenares Galán. 7 
de julio de 1994. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: 
Ricardo Romero Vázquez. 

Tesis de Jrisprudencia 25/94. Aprobada por la Tercera Sala de este alto 
Tribunal, en sesión de veintinueve de agosto de mil novecientos noventa y 
cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Carlos Semp6 
Minvielle, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Hugo Chapital Gutiérrez, Miguel 
Montes García y Diego Valadés. 

CUARTA SALA 

REPETZCZóN DEL ACTO RECLAMADO. CUANDO SE CONFZ- 
GURA. 

Para estimar acreditada la repetición del acto reclamado, no basta 
que el acto denunciado produzca el mismo resultado del acto materia 
de la sentencia de amparo, es decir, que ambos se manifiesten de la 
misma manera en el mundo exterior; deben compararse los dos actos 
considerando sus causas, motivos, fundamentos, efectos y demás ele- 
mentos que los constituyen, cuando de alguno de ellos haya dependido 
la concesión del amparo; así, si se otorgó el amparo porque la autori- 
dad realizó un acto prohibido por su mero efecto, con independencia 
de su causa, motivo o fundamento, o de la competencia de su autor, 
el análisis del segundo acto debe limitarse a verificar si produce el 
mismo efecto del anterior, para considerar que la autoridad ha incu- 
rrido en repetición del acto reclamado, sin importar sus elementos ma- 
teriales; por el contrario, si se estimó inconstitucional el acto por estar 
viciado uno de sus elementos (motivo o fundamento, por ejemplo), el 
estudio del nuevo acto debe hacerse considerando exclusivamente ese 
elemento para saber si entre ambos existe o no identidad en ese aspec- 
to, ya que la #figura jurídica de repetición del acto reclamado no se 
estableció para evitar que la autoridad realice, en perjuicio del que- 
joso, cualquier acto con efectos o resultados parecidos a los que tuvo 
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el acto declarado inconstitucional, sino para- impedir ,que laautoridad 
desconozca el principio de,cosa juzgada y la ,fuerza vinculat6na de la 
sentencia de amparo, reiterando una lesi6n en las mismas 'condiciones 
en qeui antes la1 hizo, pese a que ha sido" declarada contraria a las ga- 

, > 

ranrins ' individuales. ., , , 

Lncidente ,de inejecución 14/8k ,Manuel S.' Máhakian. 3 de julio de 1990. 
: Ciyw .voto$ ,Ronente: Juan Díaz Romero. Secretaria:. Adriana Campuzano 

de Ortiz. . , 

Incidente de inconformidad, 19192~ Gabnel Rivera Gasados. 3 d e  .agosto de 
1992. , Cinco .votos. - Ponente.: Felipe López Contreras. Secretario: Guillermo 

. Loreto Uartínezi. : ' , , 

! 
fncidente 'Xe i'&mformidad 26/92. ~ónstnic~iones di  '8ahía de Banderas, 

S. A. de C. V. 10 de agosto de 1992. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Rome- 
ro. Secretario: Marcos García José. 

Incidente de inconformidad 22/91. Ppveedora de Combustibles y Lubrican- 
tes, S. A. de C. V. 10 de agosto de i992. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz 
Romero. Secretario: Marcos García José. 

Incidente de inconformidad 97/93. Marco Antonio Haro Portillo. 31 de ene- 
ro de 1994. Cinco votos. Ponente : Ignacio Magaña Cárdenas. SeCretario : 
Sergio García Méndez. 

Tesis de ~ u r i s ~ k d e ~ c i a  5/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto, 
Tribunal en sesión privada del treinta y uno de enero de,-mil novecientos 
noventa y cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio' 
Magaña Cárdenas, Juan Diaz' Romero, Carlos García Vázquez, Felipe López 
Contreras y José Antonio Llanos Duarte. 

RENUNCIA VERBAL. L A  PRUEBA TESTIMONIAL PUEDE SER 
EFICAZ PARA ACREDITARLA.  

La renuncia de un trabajador a seguir prestando sus servicios, resul- 
tante del libre ejercicio de un derecho constitucional, produce la ter- 
minación del vinculo contractual laboral. La circunstancia de que dicha 
renuncia se realice verbalmente, no le resta validez en tanto se pruebe 
fehacientemente tal decisión y, particularmente, si es apreciada direc- 
tamente por personas que en ese momento se encuentren presentes. Por 
ello, en caso de controversia, al negar el trabajador ante una Junta de 
Conciliación y Arbitraje, el haber renunciado verbalmente, corresponde 
al patrón probar lo contrario y así, entre otras, una prueba testimonial 
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fidedigna puede ser eficaz para evidenciar la manifestación oral de la 
renuncia, siempre que dicha probanza llene las características que le 
son propias y se desahogue con justificación de las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en-que se efectuó dicha renuncia, y se encuentre 
adminiculada con otras pruebas. 

Contradicción de tesis 20/94. Entre el Segundo Tribunal Colegiado del Se- 
gundo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de  Trabajo del 
Primer Circuito. 15 de agosto de 1994. Ponente: Felipe Mpez Contreras. 
Secretario: Hugo Hemández Ojeda. 

Tesis de Jurisprudencia 36/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este a l t o  
Tribunal en sesión privada del quince de agosto de mil novecientos noventa 
y cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio Magaña 
Cárdenas, Felipe Mpez Contreras, Juan Díaz Romero, Carlos Carcia Vázquez 
y José Antonio Llanos Duarte. 

REVZSZóN EN AMPARO DIRECTO CONTRA SENTENCIAS DE 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, PROCEDENCIA 
DEL RECURSO DE. 

Para que proceda el recurso de revisión contra las resoluciones pro- 
nunciadas en amparo directo por los Tribunales Colegiados de Circni- 
to, se requiere que en ellos se decida sobre la constitucionalidad de 
una ley, de un tratado internacional o de un reglamento, o bien que 
se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitu- 
ción. La finalidad que se persigue al establecer la procedencia del re- 
curso de revisión en las hipótesis señaladas, consiste en que sea la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien, como intérprete' defi- 
nitivo de la Ley Fundamental, en última instancia determine si una 
norma secundaria se ajusta o no al texto de aquélla, o bien, fije el al- 
cance y sentido jurídico de determinada disposición de rango consti- 
tucional. 

Amparo directo en revisión 7624187. José Preciado Román y otros. 30 de 
mayo de 1988. Cinco votos. Ponente: Felipe Mpez Contreras. Secretario: 
Rolando Rocha Gallegos. 

Amparo directo en revisión 772/94. Alberto Conde Dorado y otros. 27 de 
junio de 1994. Cinco votos. Ponente: Ignacio Magaña Cárdenas. Secretario: 
Sergio Garcia Méndez. 
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Amparo directo en revisión 649/94. Saúl Hinojosa Leal y otros. lo. de agos- 
to de 1994. Cinco votos. Ponente: Felipe López Contreras. Secretario: Gui- 
llermo Loreto Martínez. 

Amparo directo en revisión 771/94. Héctor Jorge Ruiz Sacomanno. lo. de 
agosto de 1994. Cinco votos. Ponente: Felipe López Contreras. Secretario: 
José Manuel de Alba de Alba. 

Amparo directo en revisión 879/94. Félix Rosas Valencia. lo. de agosto de 
1994. Cinco votos. Ponente: Ignacio Magaña Cárdenas. Secretario: Martín 
Ángel Rubio Padilla. 

Tesis de Jurisprudencia 39/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada del quince de agosto de mil novecientos noventa 
y cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio Maga- 
ña Cárdenas, Felipe Mpez Contreras, Juan Díaz Romero, Carlos García 
Vázquez y José Antonio Llanos Duarte. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

PROPIEDAD, LA TARJETA DE CZRC ULACZóN ES ZNSUFZCZEN- 
T E  POR S f  SOLA PARA DEMOSTRAR EL DERECHO DE. 

Una tarjeta de circulación únicamente demuestra que el vehículo 
que en ella se describe puede transitar en la población que se expidió 
pero no acredita, por si sola, que quien la posee sea propietario del 
automotor, pues aunque así aparezca de los datos que forman su con- 
tenido, de ninguna manera constituye un título de propiedad, sino que 
es un documento expedido para amparar la circulación de la unidad 
a que alude, por lo que debe adminicularse con otras probanzas aptas y 
suficientes que acrediten plenamente el derecho de propiedad de que 
se trata. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 125/93. Luis Jinez Veloz. 11 de agosto de 1993. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. Secretario: Ornar 
René Gutiérrez Arredondo. 

Amparo en revisión 124/93. María del Rosario Pinedo Mendoza y coags. 
18 de agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Arizpe Narro. 
Secretario: Jesús S. Fraustro Macareno. 

Amparo en revisión 143/93. Rosalío Quintero Marroquín. 18 de agosto de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Barocio Villalobos. Secretaria: 
María Mercedes Magaña Valencia. 
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Amparo en revisión 9/94. Isidro Gutiérrez Covarmbias. 19 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. Secretario: Juan 
Antonio Ramos Padilla. 

Amparo en revisión 174/94. Auto Express Boone, S. A. de C. V. 17 de agos- 
to de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández Castillo. Se- 
cretario: Juan Antonio Ramos Padilla. 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. OMISIdN DEL JUEZ DE DIS- 
T R I T O  Y DEL SECRETARIO DE FIRMARLA. DEBE REPONER- 
SE EL PROCEDIMIENTO. 

Si el juez de Distrito y el secretario omiten firmar la audiencia cons- 
titucional y la sentencia se determinó de engrosar en fecha posterior a 
tal diligencia, ello hace colegir que se trata de dos actuaciones distintas, 
puesto que la firma que aparece al calce de la sentencia, de ninguna 
manera permite considerar que la diligencia de audiencia constitucio- 
nal resulta válida y auténtica al carecer del signo grifico necesario para 
atribuir esa actuación al juez y secretario actuantes y, por ende, no se 
cumple en el caso, con la formalidad establecida en los articulos 61 
y 219 del C6digo Federal de Procedimientos Civiles de aplicación su- 
pletoria a la Ley de Amparo, por lo que debe ordenarse la reposicibn 
del procedimiento. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO 

Amparo en revisión 155/93. Enrique Vázquez Barrientos y otra. 8 de s e p  
tiembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Manuela Rodríguez Cara- 
vantes. Secretaria: Edna María Navarro Garcia. 

Amparo en revisión 165/93. Mercedes Quijada García. 17 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: David Guerrero Espriú. Secretaria: Ma- 
ría Lourdes Colio Fimbres. 

Amparo en revisión 77/94. Verbnica Elizabeth Cubedo Martinez y otra. 
14 de abril de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Germán Tena Campero. 
Secretario: Juan José Olvera Upez. 

Amparo en revisión 72/94. Gustavo M u d o  Gastélum. 21 de abril de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: David Guerrero Espriú. Secretario: Jaime 
Ruiz Rubio. 

Amparo en revisión 94/94. José Guadalupe Ce~vantes García 9 de mayo 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: David Guerrero Espriú. Secretario: 
JosC A. Araiza Lizárraga. 
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SENTENCIA DE AMPARO. LA FALTA DE CITA DE DISPOSICIO- 
NES LEGALES NO ENTRARA SU ILEGALIDAD. 

Aun cuando en la sentencia no se señalen las disposiciones legales 
que sivieron de apoyo para conceder el amparo y protección de la jus- 
ticia 4edera1, si se citó la jurisprudencia aplicable al caso, este criterio 
jurisprudencia1 debe tenerse como el fundamento legal de dicho fallo, 
siendo de advertir que la falta de cita de preceptos legales en una sen- 
tencia no lleva a estimar que sea ilegal, máxime si los razonamientos 
que se vertieron en la parte considerativa de ella son jurídicos, por 
lo que el repetido fallo constitucional sí se encuentra apegado a de- 
recho; 

SEGUNDO. TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 

. Amparo en revisión 127/88. René Casiano Pérez y otros. 25 de mayo de 
1988. Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo Nájera Virgen. Secretario: José 
Alejandro Esponda Rincón. 

Amparo en revisión 224/89. Gonzalo Díaz González. 15 de agosto de 1989. .) 

Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Hum- 
berto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 73/91. José Manuel Huitzil Meléndez. 27 de febrero 
de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vi- 
cente Martínez Sánchez. 

Amparo en revisión 250/92. Alfredo Cuayahuitl Pérez. 3 de junio de 1992. 
Unanimidad de  votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Albeno González Alvarez. 

Amparo en revisión 299/94. Víctor Manuei Meneses Sánchez. 10 de agosto 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 

. José Zapata Huesca. 

ACTUACIONES LABORALES. SI EL SECRETARIO DE &A JUN- 
T A  ES SUSTITUIDO POR TESTIGOS DE ASISTENCIA ELLO 
PRIVA DE EFICACIA LEGAL A LAS. 

Conforme lo establece el artículo 721 de Ia Ley Federal del Traba- 
jo, todas las actuaciones procesales serán autorizadas por el Secretario; 
por lo que aquellas que se encuentren autorizadas por testigos de asis- 
tencia en sustitución del citado funcionario carecen de eficacia legal, 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


JURISPRUDENCIA 325 

pues la Ley Reglamentaria del apartado "A" del artículo 123 consti- 
tucional, no dispone en ninguno de sus preceptos legales, que dicho 
funcionario en sus ausencias sea sustituido por dichos testigos. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEPTIMO 
CIRCUITO 

Amparo directo 59/94. Picineros del Distrito ,de Riego, S. P. R. de R. L de 
C. V. y otros. 8 de abril de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Cayetano 
Hemández Valencia. Secretario: Manuel Cano Máynez. 

Amparo directo 120/94. Felipe Garcia. 13 ,de abril de 1994. tunanimidad de 
votos. Ponente: Marco Antonio =veri ' Corella. Secretario: Jorge dfredo 
Ornelas Palomho.. ' . I . ,  

Amparo diiectó 291/94.  mesto ~ A ~ e l i o  Arciute Reyes. 27 de Fayo de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Agustín 'Cerón Flores. Secretario: Ju- 
lián Durán, de Jesús. .' , l . '  

Amparo directo 292194. Gilberto Baca Jurado otra. lo: de junio de 1694. 
Unanimidad de votos. Ponente: Cayetano Hemández Valencia. Secretario: 
Severo Lugo Selvera. 

Amparo directo 290/94. Daniel Isidro Alarcón Pedroza. 2 de junio de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente : Marco Antonio Rivera Corella. Secretario : 
Manuel Vigliante Pérez. 

CONCEPTOS DE VZOLACZóN EN EL AMPARO DIRECTO CIVIL. 

Como el amparo en materia civil es de estricto derecho, en el que no 
puede suplirse la deficiencia de la queja, el concepto de violación debe 
consistir en la expresión de un razonamiento juridico concreto, contra 
los fundamentos de la sentencia reclamada, para poner de manifiesto 
ante la potestad federal que los mismos son contrarios a la ley o a la 
interpretación jurídica de la misma, ya sea porque siendo aplicable 
determinada disposición legal no se aplicó, o porque se aplicó sin ser 
aplicable; o bien porque no se hizo una correcta interpretación jurídi- 
ca de la ley; o, finalmente, porque la sentencia no se apoyó en prin- 
cipios generales de derecho, cuando no hay ley aplicable al caso. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1994. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


326 JURISPRUDENCIA 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO 

Amparo directo 37/93. María Isabel Herrera Villavicencio. 11 de marzo de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secreta- 
rio: Víctor Hugo Enríquez Pogán. 

Amparo directo 90/93. Hilda Pérez Bautista. 20 de mayo de 1993. Unani- 
midad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. Secretario: Eduardo Alberto 
Olea Salgado. 

Amparo directo 96/93. Ejido Santa Ana, MuniCipio de Chilapa, Guerrero. 
27 de mayo de 1993. Unanimidad de votos. Panente: Juan Vilchiz Sierra. 
Secretario: Eduardo Alberto Olea SalgadÓ. 

~ m ~ a r o '  directo 284/93. Ingeniería Eléctrica Especializada y Suministros del 
Sureste, S. A. de C. V. 23 de noviembre de 1993. Unanimidad de votos. PO- 
nente: Juan Vilchiz Sierra. 

Amparo directo 56/94. Miguel Celic Herrera. 3 de marzwiie 1994. Unani- 
midad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. Secretario: Emesto Jaime Ruiz 
Pérez . . 
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